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El hombre del corbatón 


Lic. Rafael Rosado Cabrera 


as generaciones recientes casi no le conocen. Es más, murió en la pobreza y casi en el 
anonimato. Es el destino de quien se preocupa de las causas de la gente pobre. 


José Menéndez Fernández, asturiano llegado a México para hacer la América — 
expresión hispana utilizada para aquellos españoles que venían a América para hacerse de 
dinero, y posteriormente regresar a la península— no tuvo la suerte de su lado, en virtud de 
que fracasó en su intento de montar una tienda de ultramarinos, ser actor en un teatro de 
carpa tabasqueño, y quizás, quién sabe cuántas otras cosas que la historia o el anecdotario no 
han logrado descubrir. Su mala estrella lo condujo hasta devenir en vagabundo en la capital 
del país. Ahí cambiaría su vida. Ahí iniciaría su andar hacia la trascendencia. 


Una reyerta entre un matador de toros —amigo del personaje reseñado— y otro individuo, 
degeneró en que el citado torero fuera detenido por la policía. 


¿Qué llevó al joven Menéndez a pensar que lograría liberar a su amigo de ir a parar 
con todo y sus huesos a la cárcel de Belén, o a Lecumberri? ¿Qué le impulsó a intentar su 
defensa, a pesar de nunca haber pisado una escuela de derecho? No estamos en posición de 
saberlo. 


El tema es que a partir de ahí terminó José Menéndez y empezó “El hombre del 
corbatón”. Una leyenda que los defeños de viejo cuño aún recordarán. 


Nacido en Luanco, España, en 1876, hijo de Bruno Menéndez y Amparo (O Rafaela) 
Fernández, según el acta de matrimonio, fechada el 24 de julio de 1911, donde consta que 
se dedicaba al comercio. Y en su acta de defunción, fechada el 1 de febrero de 1959, su 
ocupación era la de licenciado en derecho.' Casado con Sara Espejo, tuvo dos hijos: José 
Luis y Amparo. ? 


“(...) Al morir este personaje, toda una época ha muerto con él (...)” sentenciaba José 
Díaz Bolio en una columna publicada en El Informador el 10 de febrero de 1959.* Y tenía 
razón. Y no sólo murió un personaje, o una época, sino una ética de vida: La defensa de los 
pobres, por la más pura convicción de echarles una mano, cuando nadie más hubiera dado 
un centavo por ellos. Se requieren arrestos para ello. Es casi evangelizador. 


Continúa en tercera de forros... 


1 Vid. Family Search: Actas de matrimonio y defunción de José Menéndez Fernández. Recurso digital 
disponible en https://www.familysearch.org/ consultado el 4 de octubre de 2023. 

2 Vid. Family Search: Actas de nacimiento de Amparo Menéndez Espejo y José Luis Menéndez Espejo. 
Recurso digital disponible en https://www.familysearch.org/ consultado el 4 de octubre de 2023. 

3 Cfr. Hemeroteca Digital de México: El Informador. 10 de febrero de 1959. p. 5. 
Recurso digital disponible en https: //hndm.iib.unam.mx/consulta/publicacion/ 
visualizar/558075be7d1e63c9fea1a303?intPagina=58tipo=publicacionganio=19598mes=028dia=10 
consultado el 4 de octubre de 2023. 
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Al Corbatón* 


Ojalá estuviera aquí, y me defendiera. 
Ojalá estuviera aquí, y por mí dijera. 
Que no por ser pobre, me caiga una condena, 


Y que me castiguen con más hambre, y ni pan me dieran. 


A los pobres, nos sigue la pobreza, 
Y si en la calle andamos, la tira no nos deja, 
Por existir, la barandilla nos espera, 


Sin razonar, ahí nos dejan. 


¿Donde andas, Corbatón? ¿dónde andas? 
Para que despliegues tu elocuencia, 
Y les hagas sentir culpa, de nuestra miseria, 


Que el pobre, es pobre, pero no porque quiera. 
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Acta de defunción de José Menéndez Fernández. 
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PRELIMINARES 


a Gaceta del Poder Judicial de Guanajuato, es una revista que se 

publica los meses de enero, abril, julio y octubre. En esta ocasión 

contiene 4 secciones: Criterios jurisdiccionales, Casos y cosas de 
derecho, ganadores del concurso de investigación legislativa, y memoria 
histórica. 


La primera parte contiene las versiones oficiales de los criterios cuya 


invocación legal es citar la presente fuente. 


Mientras que los contenidos de los artículos, comentarios y opiniones, 
vertidos en las secciones restantes son exclusivamente responsabilidad de 
sus autores y no representan la postura oficial del Poder Judicial del Estado 


de Guanajuato. 


Se permite la copia o redistribución total o parcial de la presente obra 
con la condición de que se precise la fuente, el autor y la creación en el Poder 


Judicial del estado de Guanajuato. 
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DECLARACIONES 


I. Todo artículo que se publique en la gaceta del Poder Judicial debe 
seguir la metodología propia que consta en el portal oficial de Investigaciones 


Jurídicas. 


II. Se asegura la publicación deréplicas científicas a los trabajos, siempre 
y cuando verse sobre el tema principal del texto replicado, la extensión sea 


de 15 páginas máximo y se satisfagan los requisitos metodológicos propios. 


III. La revista publicará artículos de autores invitados y de todo 
aquel interesado en difundir su opinión sobre temas relacionados con la 
ciencia jurídica, mismos que podrán enviar libremente al correo electrónico 
investigaciones.juridicas(Wpoderjudicial-gto.gob.mx. Los trabajos enviados 
serán evaluados por el comité editorial de la revista, quien determinará si 


admite o niega la publicación. 


El envío del artículo implica la declaración formal del remitente de que 
es inédito y de su autoría; así mismo acepta ceder de manera irrevocable, los 
derechos de autor al Poder Judicial de Guanajuato. Del mismo modo asume, 
de manera individual, la responsabilidad de potenciales daños que su escrito 


pudiera causar, desligando a esta institución. 
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Abreviaturas, latinismos, extranjerismos y siglas empleadas 


cfr. 
CNDH 


CPEUM 


(PI 

Dr. (Dr. Jur.) 
INE 

INEGI 


Lte. 

MPG 

Mtro. (Mtra.) 
ONU 

p. (pp.) 
PIDESC 


SCJN 


sine qua non 
TEPJF 


vid. (vid. in extenso) 


VS. 


confrontar 

Comisión nacional de derechos 
humanos 

Constitución política de los Estados 
Unidos Mexicanos 

Corte penal internacional 

Doctor (Doctor en derecho) 
Instituto nacional electoral 

Instituto nacional de estadística y 
geografía. 

Licenciado (Licenciada) 

Maestro en política y gobierno 
Maestro (Maestra) 

Organización de las naciones unidas 
página (páginas) 

Pacto internacional de derechos 
económicos, sociales y culturales 
Suprema corte de justicia de la 
nación 

sin lo cual no 

Tribunal electoral del poder judicial 
de la federación 

ver (ver ampliamente) 


contra 
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“El hombre del corbatón” acompañado por agentes del ministerio público 
Fotografía: Antonio Casasola. 1920-1925 
Crédito: Fototeca INAH https:/Imediateca.inah.gob.mx/repositoriolislandoralobject/ 
fotografia/3A95305 
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es Año 5 | No. 4 | Octubre-Diciembre 2023 o 


Presentación editorial 


In honerem vitae del corbatón 


o es fácil renunciar a la economía personal, por la defensa de los 


pobres, como lo hizo el corbatón. 


José Menéndez quizá fue apodado el corbatón para ofenderlo, 
porque en el cuello usaba una mascada atada en forma de moño, en lugar de 


una corbata. 


Hay evidencia anecdótica, que fue defensor de los pobres, bohemio, 
acostumbrado a usar sombrero de ala ancha y capa negra, delgado, de estatura 


pequeña y con piocha albina, en su edad madura. 


Sin ser abogado, defendió en el sistema oral, a muchas personas sin 
recursos. A la mujer que mató por celos, al mecapalero que robo por hambre, 
a la sirvienta que era explotada, al vago que no le daban trabajo, al desertor 
del ejercito que no quería estar en la milicia y a todo aquel desvalido que le 


pedía su intervención. 


Nació en España, en una familia de comerciantes, pero no le gustó. 
Luego fue a Cuba de marinero, pero tampoco le gustó. Después trabajo como 
actor, pero lo dejó y, en los años 20 del siglo pasado, viajó a México con 2 


pesos en la bolsa. 


Ya en el país, durmió en la calle y trabajaba de chalán donde se pudiera 
y, en uno de esos trabajos, tuvo la oportunidad de mostrar su elocuencia 
defendiendo a la gente de calle que era detenida por la policía y, posteriormente 


abarcó su defensa, en las comisarías. 
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Cuentan que en esos andares se topó con el famoso abogado Querido 
Moheno y Tabares, quien lo inició en el mundo jurídico, aunque continúo 


como autodidacta. 


Aveces le pagaban, a veces le daban gallinas o cualquier cosa y muchas 


veces él les daba dinero a sus defendidos. 


Utilizó recurrentemente el argumento de la criminalización del pobre 
por ser pobre, la cita de aforismos de derecho en latín y recurría, con agudeza, 


al sarcasmo. 


Cuentan que, en una ocasión, un recién egresado de abogado pretendió 
burlarse diciéndole adiós abogado sin título. Y, el revire fue, adiós título 
sin abogado. Su fama enfureció a un grupo de abogados de carrera, que 
obtuvieron una orden de expulsión de extranjero no grato. Pero hubo una 


protesta que llegó a oídos del presidente Álvaro Obregón. 


A nivel de chisme, se dice que le comunicaron al presidente que era 
necesario echarlo del país porque se dedicaba a proteger prostitutas. A lo que, 
también dicen, el presidente les preguntó que si deseaban que defendiera a 


las vírgenes. 
Y el corbatón se quedó en México. 


La gente lo quiso, al grado de que cuando le robaron su bastón y la 
noticia salió en los periódicos, se lo regresaron con la nota: no lo hubiéramos 


robado si hubiéramos sabido de quién era. 


Con ese buen sabor que deja la historia del corbatón, la gaceta número 
5, última del año, contiene en la primera sección una republicación de las 


tesis locales en materia de prescripción tanto penal como civil. 
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Como una jurisprudencia actual por contradicción de tesis local, en 
materia civil con la voz: Excusa o recusación de un juez del sistema de 
oralidad familiar. La aplicación google maps es el instrumento idóneo 
para determinar el juzgado de materia familiar más cercano, o la que en 
su momento genere mayor certeza (interpretación del artículo 109 de la ley 


orgánica del poder judicial del estado de Guanajuato). 


Por otro lado, cabe recordar la anécdota de la máquina descompuesta 
que muchos pretendieron fallidamente arreglarla, hasta que llegó un 


especialista, quien con un solo golpe la logró componer. 


Lo que destaca que la solución puede ser fácil, pero para quien tiene el 
conocimiento y, esto viene a colación, pues en la segunda parte de la gaceta, 
relativa a casos y cosas de derecho, se expone una puntual propuesta de 
la juez Mtra. Violeta Meneses Molina, para retornar al menor, a su inicial 
custodio, en casos de sustracción internacional. Supuesto que, en la práctica, 


muchas veces, se ve trabado por el tiempo que dura la tramitología legal. 


En la tercera sección constan el primer y segundo lugar, del concurso 
de investigación parlamentaria convocada por el congreso de Guanajuato y 


en la que el poder judicial colabora dando un espacio para su publicación. 


Pasando a otro tema, engarzado con el de recordar al corbatón, toca 
hablar de la memoria como cualidad que permite evocar el pasado y que 


tiene como contraparte el olvido, que diluye el recuerdo. 


Mas, hay trascendentes eventos, que si se olvidan implican una 
negligencia social: por lo que, en la cuarta sección, se escribe sobre el 
nacimiento del supremo tribunal de justicia de Guanajuato, el 28 de junio 
de 1824. 
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Volviendo al apodo del corbatón, que probablemente en sus inicios 


tuvo la intensión de humillar, ahora se convirtió en un distintivo de honra. 


El corbatón murió en 1959, en la pobreza económica, pero en la riqueza 
de su trascendencia como hombre íntegro, astuto, elocuente, autodidacta y 


justiciero. 


De esa trascendencia se rescata que más vale ser abogado de verdad, 
que un título sin abogado. 


Juez Dr. Jur. Gilberto Martiñón Cano 
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“El hombre del corbatón” en un interrogatorio a una mujer 
Fotografía: Antonio Casasola. 1920-1925 
Crédito: Fototeca INAH https://mediateca.inah.gob.mx/repositoriolislandoralobject/ 
fotografia.3A95304 
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“El hombre del corbatón” interrogando a una detenida en barandillas 
Fotografía: Antonio Casasola. 1935-1940 
Crédito: Fototeca INAH https://mediateca.inah.gob.mxlislandora_74lislandoralobject/ 
fotografia/.3A95067 
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Jurisprudencia civil por contradicción de tesis* 


Contradicción de Tesis número 1/2023-CT entre los criterios 
sustentados por la Tercera Sala Civil y los sostenidos por la 
Octava Sala Civil. 


Excusa o recusación de un juez del sistema de oralidad familiar. La 
aplicación Google Maps es el instrumento idóneo para determinar 
el juzgado de materia familiar más cercano, o la que en su momento 
genere mayor certeza(interpretación del artículo 109 de la ley orgánica 


del poder judicial del estado de Guanajuato. 


echos: Las Salas del Supremo Tribunal de Justicia del Estado 

contendientes discreparon en la forma de determinar el juzgado 

especializado en el sistema de oralidad familiar más cercano, en 
los casos de recusación o excusa de un juez de dicho sistema. Así, mientras 
una de las Salas dijo que para determinar cuál es el juzgado más cercano, la 
aplicación Google Maps es una herramienta objetiva de consulta sobre la 
distancia entre puntos geográficos y que no sólo se debe atender a la distancia 
que existe entre los tribunales implicados, sino también a la distancia que hay 
entre los domicilios de las partes y el tribunal que continuará conociendo del 
negocio la otra Sala señaló que la herramienta de tabla de distancias estatales 


que se contiene en las plataformas electrónicas es el instrumento idóneo para 


+ Para la cita de la jurisprudencia por contradicción de tesis, deberá referirse la presente 
gaceta del poder judicial de Guanajuato, al ser el medio oficial de difusión, acorde a 
los artículos 28 fracción XXVII, 165, 166 fracción 1Il y 168 de la ley orgánica del poder 
judicial. 
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establecer distancia entre los partidos judiciales, al haber sido establecida 
como un parámetro objetivo para todos los operadores jurisdiccionales del 
Estado de Guanajuato para la ampliación de los términos judiciales, mientras 


que las diversas aplicaciones como Google Maps, no generan certeza jurídica. 


Criterio jurídico: El Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado 
de Guanajuato determina que la aplicación Google Maps (https://www 
google.com.mx/maps/) es la herramienta tecnológica idónea para determinar 
el juzgado especializado en el sistema de oralidad familiar más cercano, en 
los casos de recusación o excusa de un juez de dicho sistema, o la que en su 
momento genere mayor certeza. Además, que la distancia se debe calcular 


de juzgado a juzgado. 


Justificación: El artículo 109 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
del Estado de Guanajuato establece que, en los casos de recusación o 
excusa de un juez de partido, una vez calificada de legal, se remitirá el 
expediente a la Oficialía Común de Partes para que lo envíe al juzgado de 
partido que corresponda, de acuerdo con el turno respectivo. Asimismo, que 
en los partidos judiciales donde sólo exista un juzgado de partido de cada 
materia, el expediente se enviará al otro juzgado de partido. Y que en caso 
de que exista un sólo juez en el sistema de oralidad familiar, el expediente 
se enviará al juzgado especializado de dicho sistema del partido judicial 
más cercano. Sin embargo, nada se prevé sobre la forma para determinar 
cuál es el partido judicial más cercano. Por ello, es necesario integrar a la 
normatividad en mención, la obligación de calcular la distancia sobre la vía 
de transportes más usual que sea más breve en tiempo, atendiendo a la mayor 
o menor facilidad de las comunicaciones, prevista en los artículos 295 y 


336 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato de 
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aplicación supletoria a la Ley Orgánica en comento. Así, se colige que la 
intención del legislador local es que, en los casos de recusación o excusa de 
un juez del sistema de oralidad familiar, el expediente se envié al juzgado 
especializado en esa materia más accesible a las partes y que la distancia se 
calcule de juzgado a juzgado; para lo cual no sólo habrá de atenderse a la 
distancia y al tiempo en que puedan trasladarse éstas de un lugar a otro, sino 
también a la mayor o menor facilidad en que esto se pueda realizar, aplicando 
las reglas de la lógica y de la experiencia. Y, en este escenario, se concluye 
que la aplicación Google Maps (https://www google.com.mx/maps/) es la 
herramienta tecnológica idónea para llevar a cabo dicha encomienda, ya que 
permite visualizar los kilómetros exactos que existen entre distintos puntos 
geográficos y cuál es la ruta más rápida, además de que su contenido es un 


hecho notorio, o la que en su momento genere mayor certeza. 


Aprobada en sesión de Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado, celebrada el día 16 de agosto de 2023. Magistrada Ponente Ma. 


Elena Hernández Muñoz. 
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Gaceta Judicial - Poder Judicial del Estado 


Vecindad en el Distrito Federal. Lugar de origen de la mayoría de los clientes de “El 
hombre del corbatón” 
Fotografía: Antonio Casasola. 1920-1925 
Crédito: Fototeca INAH. https://mediateca.inah.gob.mx/islandora_74lislandoralobject/ 
fotografia43A172035 
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Tesis en materia de prescripción penal* 


Voz Ponente Resolución 


Prescripción.- Caso en 
que corre aunque el Magistrada: Ma. de | Sexta Sala Penal.-Toca 
reo disfrute de libertad | Lourdes Vélez Moreno 61/982 


provisional. 


Prescripción de la acción 
penal fundada en el Magistrado: Gilberto | Tercera Sala Penal.- 
artículo 123 del Código | Martiñón Moreno. Toca número 118/982 


Penal. 


Prescripción con base 
en el artículo 123 del 
Código Penal 


Magistrado: Gilberto | Tercera Sala Penal.- 


Martiñón Moreno Toca número 188/985 


_ Investigación y recopilación realizada por Eduardo Adrián Sierra Chiquito, estudiante 
de la licenciatura en derecho en la universidad de Guanajuato, en los boletines 
judiciales de los años 1979-1985 y 2004-2013 
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Prescripción.- Caso en que corre aunque el reo disfrute de libertad 
provisional. Sexta Sala Penal.-Toca 61/982. Magistrada: Ma. de Lourdes 


Vélez Moreno. 


upliendo la deficiencia de los agravios expresados cabe destacar que la 
Formal Prisión del acusado Román, por su probable responsabilidad 
en la realización culposa del delito de Lesiones en agravio de Domingo 


fue decretada habiéndose extinguido la acción penal por prescripción. 


En principio, debe tenerse presente que el artículo 42 del Código Penal 
fija el máximo de la represión a los delitos culposos en una proporción con 
la pena que correspondería al delito, si fuere doloso: las tres cuartas partes 
y la clasificación pericial médica que en el caso correspondió al daño físico 
sufrido por el agraviado determina la probable aplicación de la penalidad 
señalada en la segunda parte del artículo 207 del citado ordenamiento 


sustantivo. 


En las actuaciones respectivas puede observarse que el atropellamiento 
del agraviado tuvo lugar el 6 de septiembre de 1979 y que en esa fecha fue 
detenido el acusado quien quedó a disposición del Agente del Ministerio 
Público que practicó la Averiguación Previa y en esta fase, pero al tercer día 
de su detención, obtuvo su libertad provisional bajo caución; efectuándose 
la consignación el día 11 de ese nusmo (sic) mes, el Juzgado la radicó hasta 
el 2 de octubre y no fue sino hasta el 27 de abril de 1981 en que citó al 
acusado para que éste rindiera su declaración preparatoria, citación que 
no fue atendida a virtud de lo cual la libertad provisional fue revocada y 
ordenada su reaprehensión sin que la misma se cumplimentara; el inculpado 


se presentó voluntariamente ante el Juzgado el 9 de febrero de 1982. 
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Ahora bien, por mandato Constitucional, cuando se verifica una 
aprehensión, debe el detenido quedar a disposición del Juez dentro de las 24 
horas siguientes y éste, dentro de las 72 horas que señala el artículo 19 de 
nuestra Carta Magna, decidir su hay bases para que el proceso continúe, y 


proveer en consecuencia la situación jurídica de aquel. 


Estos plazos son improrrogables y el resultado que acarrea su transcurso 
sin que las autoridades correspondientes cumplan esas obligaciones, 
tiene también supremacía constitucional (fracción XVIM! del art. 107), 
traduciéndose en que el particular afectado sea puesto en libertad y que su 
aseguramiento quede sin efecto, lo que se produce disfrute o no de libertad 
provisional porque mientras no se pronuncia formal prisión o libertad por 
falta de elementos, su situación sigue siendo la de un detenido aunque 


materialmente no esté sometido a prisión. 


Por ello, la práctica de la que es fiel reflejo el caso el caso planteado en 
que por el hecho de que un acusado disfrute de libertad provisional desde la 
Averiguación Previa, posible en nuestro Sistema Procesa a partir de la edición 
del artículo 141 bis, no se respeten los plazos perentorios señalados por la 
Constitución para que se le ponga a disposición del Juez que corresponda y 
éste decida su situación jurídica, no tiene razón legal, produciendo la omisión 
de los Órganos de Autoridad llamados a observar tales términos, el mismo 


resultado que produciría si el acusado hubiere estado físicamente detenido. 


Aplicando en la especie lo que se lleva expuesto, pese a que la garantía 
otorgada por el acusado para disfrutar de libertad se mantuvo vigente, Mercer 
a la inactividad del juzgado, hasta el 13 de mayo de 1981, en que la libertad 
fue revocada, aquél quedó fuera de la potestad del Juzgador desde el instante 


en que éste omitió tomarle declaración preparatoria y decidir su situación 
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jurídica dentro del término legal y fue a partir de ello que empezó a correr 
la prescripción y como al 9 de febrero de 1982 en que voluntariamente se 
presentó al Juzgado, había transcurrido un plazo superior aún al máximo de 
la pena imponible si las lesiones hubieran sido dolosas, ya en este momento 
la instrucción del proceso carece de sentido pues llevado a sentencia, por 
imperativo del artículo 123 del Código Penal la pena que se llegare a imponer 
al acusado, así fuera la máxima, tendría que declararse prescrita por todo lo 
cual resulta razonable dejarlo, desde ahora, sin curso ulterior decretando su 


sobreseimiento. 


Boletín del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Guanajuato. 
No. 15. Abril-Mayo 1982. pp. 166-168 
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Prescripción de la acción penal fundada en el artículo 123 del Código 
Penal.- Tercera Sala Penal.- Toca número 118/982.- Magistrado: Gilberto 


Martiñón Moreno. 


e asiste plenamente la razón al Fiscal al considerar equivocado el 

criterio del a quo quien toma como base para decretar la prescripción 

de la acción penal, en el caso concreto el término de 1 año 6 meses 
pasando por alto que el artículo 122 del Código Penal dispone que: “La 
acción penal prescribirá en un lapso igual al término medio aritmético de 
la pena privativa de libertad que corresponde al delito de que se trata, pero 
en ningún caso será menor de tres años”. No obstante lo expuesto, en el 
caso, ha operado la prescripción de la acción penal, aun cuando las razones 
de ello son muy diferentes a las hechas valer por el Juez de Primer Grado. 
En efecto se encuentra que el artículo 123 del Código Penal actualmente 
en vigor establece una forma de prescripción que no tiene antecedentes en 
las legislaciones penales de nuestro Estado. Dicha disposición reza: “Si el 
acusado hubiere estado sustraído a la acción de la autoridad por un lapso 
cuando menos igual al de la pena que se le imponga en la sentencia, la acción 


penal se declarará prescrita en la misma resolución”. 


En el caso el acusado... ha sido señalado presunto responsable de los 
hechos, tipificados como robos... en ambos la penalidad máxima aplicable es 
de 1 año de prisión y multa hasta $1,000.00 según lo dispone la primera parte 
del artículo 166 del Código Penal, por ende ha operado la prescripción de la 
acción penal, puesto que en caso de que el asunto concluyera en sentencia 


y esta fuera condenatoria, de conformidad con el artículo 123 ya citado, 
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necesariamente tendría que declararse prescrita la acción penal, puesto que 
está demostrado que el acusado se ha substraído a la acción de .la justicia 


desde el 4 de noviembre de 1980, según certificación que obra en autos. 


Le asiste razón al Representante Social en cuanto que el a quo 
oportunamente debió de girar orden de aprehensión en contra del acusado 
y hacer efectiva la garantía otorgada con motivo de su libertad provisional, 


empero en el asunto ha fenecido la facultad para hacerlo. 


No está por demás insistir al Juez de Primer Grado en la necesidad que 
existe de llevar un control acucioso sobre el estado de los procesos y exigir 
al personal que en casos como el presente, dé cuenta con toda oportunidad a 
efecto de que se dicten las providencias necesarias y de esta manera impedir 
ventajas indebidas a los inculpados contumaces, que derivan directamente de 
la abulia del Juzgador y del desinterés del Ministerio Público que no formula 


las peticiones pertinentes en su oportunidad. 


Boletín del Supremo Tribunal de Justicia. No. 17. Agosto-septiembre 
1982. pp 298-299 
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Prescripción con base en el artículo 123 del Código Penal. Tercera Sala 


Penal.- Toca número 188/985.- Magistrado: Gilberto Martiñón Moreno. 


l artículo 123 de la Ley Penal, dispone: 


“Si el acusado hubiere estado sustraído a la acción de la 
autoridad por un lapso cuando menos igual al de la pena que se le 
imponga en la sentencia, la acción penal se declarará prescrita en la misma 


resolución”. 


Acorde con lo expuesto se concluye que el a quo incurrió en error 
al declarar prescrita la sanción privativa de libertad por el hecho de que el 
acusado se -mantuvo substraído a la acción de la justicia por un lapso mayor 
a dicha pena, cuando estrictamente lo que debió declarar prescrita fue la 


acción penal. 


Debe tenerse presente que la prescripción constituye una sanción para 
el titular del derecho, que lo pierde por no haberlo deducido dentro de los 
términos que establece la Ley y que señala con el propósito de hacer efectivo 
el principio de seguridad jurídica. En nuestra Legislación se comprende 
tanto la prescripción de la acción penal o del delito, como la prescripción de 
la pena. Ambas tienen como supuesto el transcurso del tiempo, por lo que 
necesariamente lo único que puede declararse preescrita (sic), por razón no 
sólo legal sino lógica, es la acción penal puesto que se toma en consideración 
el ámbito temporal desde la comisión del delito hasta que fue puesto sub- 


júdice el acusado. 


Mal puede declararse prescrita la sanción en la misma sentencia que 
apenas la establece puesto que, obviamente, el lapso para ello apenas se 


inicia. 
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La consecuencia de la prescripción de la acción penal es la imposibilidad 
legal de que el estado pueda hacer efectiva su pretensión punitiva, por ende 
la sentencia en la que se declara equivale a ABSOLUCION y ninguna pena 


puede ejecutarse. 


Boletín del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Guanajuato. 
No. 35. Agosto-Septiembre 1985. pp 284-285 
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Tesis en materia de prescripción civil* 


Ponente Resolución 


Acción de rescisión 


de contrato por 


imcumplimiento (sic) de] Magistrado: Carlos Segunda Sala Civil.- 
pago.- Su prescripción es| Mario Téllez Guzmán | Toca número 49/983 
improcedente mientras el 
deudor esté en mora. 
Quien alega la 


prescripción debe probar| Magistrado:- Héctor | Cuarta Sala Civil.-Toca 
la existencia del justo García Torres número 236/983 
título 
Acción de petición de 


. Magistrado: Juan Jorge [Primera Sala Civil.-Toca 
herencia.- Como opera la 


O. Zamora Fonseca número 11/985 
prescripción en la. 
Acción de prescripción 
adquisitiva.- Persona Magistrado: Carlos Segunda Sala Civil.- 
legitimada pasivamente | Mario Téllez Guzmán | Toca número 41/985 
para soportarla. 


El litisconsorcio E a 
Magistrado: Juan Jorge [Tercera Sala Civil.- Toca 


pasivo necesario y la , 
Zamora Fonseca número 284/2005 


prescripción positiva 


Investigación y recopilación realizada por Eduardo Adrián Sierra Chiquito, estudiante 
de la licenciatura en derecho en la universidad de Guanajuato, en los boletines 
judiciales de los años 1979-1985 y 2004-2013 
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Acción de rescisión de contrato por imcumplimiento (sic) de pago.- Su 
prescripción es improcedente mientras el deudor esté en mora.- Segunda 
Sala Civil.- Toca número 49/983.Magistrado: Carlos Mario Téllez 


Guzmán. 


ostiene el recurrente que la acción de rescisión de contrato ejercitado 
en su contra, es improcedente porque ésta ya había prescrito en los 
términos del artículo 1353 del Código Civil. 


No es verdad que la acción de mérito esté prescrita, porque el numeral 
a que se refiere el apelante establece “la acción de rescisión o resolución de 
un contrato prescribe al año de haberse efectuado el acto o hecho que le dio 


nacimiento”. 


El hecho que le dio nacimiento a la acción rescisión, (sic) es la mora 
en que incurrió el comprador. Como la mora en que se encontraba inmerso 
el adquiriente no cesa sino hasta que se paga, es evidente que el hecho que 
dio origen a la acción aun subsistía en el momento en que fue ejercitada, 
porque aún el pago no se había hecho y por consecuencia persistía la mora 
del deudor. 


En tanto que el obligado al pago no cumpla con él, la acción de recisión 
de un contrato derivada de la falta de pago, sigue vigente, porque la causa 


que la genera persiste. 


Boletín del Supremo Tribunal de Justicia. No. 21. Abril-Mayo 1983. 
pp. 147-148 
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Quien alega la prescripción debe probar la existencia del justo título.- 
Cuarta Sala Civil.-Toca número 236/983.- Magistrado:- Héctor García 


Torres. 


l artículo 1246 del Código Civil determina que la posesión necesaria 
para prescribir debe ser: [.- Civil en los términos de la parte final del 
artículo 1039-II.- Pacífica: I.- Continúa; IV.- Pública. 


Ahora, bien, el artículo 1039 del Código Civil preconiza lo siguiente: 
Cuando en virtud de un acto jurídico, el propietario entrega a otro una cosa, 
concediéndole el derecho de retenerla temporalmente en su poder en calidad 
de usufructuario, arrendatario., acreedor pignoraticio, depositario u otro 
título análogo, los dos son poseedores de la cosa. El que la posee a título de 


propietario tiene una posesión civil; el otro una posesión precaria. 


De lo anterior, cabe inferir que, se entiende por no comprobada la 
operancia de la prescripción, cuando no se justifica con prueba plena la 
existencia del justo título, ya que para prescribir, son requisitos esenciales e 


ineludibles, que la posesión sea civil, pacífica, contínua (sic) y pública. 


El concepto de poseedor como propietario, se origina en un justo título, 
de conformidad con lo previsto por el artículo 1251 del ya mencionado 
Ordenamiento Sustantivo. Por justo título, conforme a este precepto, se 


entiende el acto jurídico adquisitivo de la posesión en concepto de dueño. 


Consecuencia, quien alega la prescripción, debe probar la existencia 
del título en que funda su derecho e incluso así lo establece el artículo 
1250 del Código Civil, así como las Tesis de Jurisprudencia 260 y 261 que 
aparecen visibles en el Apéndice del Semanario Judicial de la Federación 
1917-1965. La primera a la letra dice lo siguiente: 260 PRESCRIPCION 
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ADQUISITIVA. POSESION CON JUSTO.- En los Estados de la República, 
en donde la Ley exige como requisito para prescribir adquisitivamente que 
la posesión esté fundada en justo título, como lo hacía el Código Civil del 
Distrito y Territorios Federales de 1884, no basta con revelar el origen de 
la posesión y afirmar que se posee a título de dueño, sino además, el actor 
debe probar la existencia del acto que fundadamente se cree bastante para 
trasnferir (sic) el dominio, porque el justo título no se presume, sino que 
debe ser acreditado.- Sexta Epoca, Cuarta Parte: Vol. XIIL, Pág. 265.- A.D. 
4171/57.- Eulalia Rojas Domínguez.- 5 votos. Vol. XXXII, Pág. 211. A.D. 
3758/59.- Leonardo de Rivera Aguirre. Unanimidad de cuatro votos. Vol. 
XXXIII, Pág. 162. A.D. 67/59 José Amado Urroz.- 5 votos.- Vol. XLIV, Pág. 
145. A.D. 2773/58. Norberto Guerra Anaya. Unanimidad de 4 votos.- LIII, 
Pág. 85. A.D. 8142/59. Magdalena Ruiz de Valle.- 5 votos. 


Complementa el criterio anterior la tesis también Jurisprudencial que 
sigue: 261. PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA. POSESION EN CONCEPTO 
DE PROPIETARIO.- La exigencia del Código Civil para el Distrito y 
Territorios Federales y las legislaciones de los Estados de la República que 
contienen disposiciones iguales de poseer en concento de propietario, para 
poder adquirir por prescripción, comprende no solo los casos de buena fe, 
sino también el caso de la posesión de mala fe, por lo que no basta la simple 
intención de poseer como dueño, sino que es necesario probar la ejecución 
de actos o hechos, susceptibles de ser apreciados por los sentidos que de 
manera indiscutible y objetiva demuestren que el poseedor es el dominador 
de la cosa, el que manda en ella y la disfruta para si, como dueño en sentido 
económico aun cuando carezca de un título legítimo frente a todo el mundo, 
y siempre que se haya comenzado a poseer en virtud de una causa diversa de 


la que origina la posesión derivada.- Quinta Epoca: Tomo CXXVII, Pág. 485. 
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A.D. 2619/54.- Isabel Lopaley de Brid.- 5 votos.- Sexta Epoca, Cuarta Parte: 
Vol. XXII, Pág. 333. A.D. 5065/58.- Juan Páez.- 5 votos.- Vol. XXXII, Pág. 
220 A.D. 7523/58.-, Ignacio Valente Ortega Chávez.- 5 votos. Vol. XXXVI, 
Pág. 67. A.D. 7673/58.- Felipe Rivas. LXXXVI, Pág. 34. A.D. 5927/61.- 
Tomás Chavarría González.- Unanimidad de 4 votos. 


Por ende la falta de comprobación de los requisitos de que trata el 
artículo 1264 del Código Civil se considera bastante para desaprobar las 
diligencias, ya que la posesión es un hecho complejo sujeto a prueba, porque 
la posesión útil para prescribir de acuerdo con el Código Civil vigente, debe 
ser en concepto de propietario y el derecho de propiedad se ejercita en forma 
múltiple. 


De ninguna manera cabe pensar que existe pretensión de prueba 
diabólica, por cuanto a la existencia legal de comprobar el justo título, que 
origina la posesión civil, pero también se debe hacer notar que, la testimonial 
ofrecida en el juicio, no induce a concluir que ese justo título se comprobó, 
pues no basta con decir que el actor tiene justo título para de ello inferir, que 
con esa dogmática afirmación se ha demostrado la causa de su posesión, pues 
es necesario que el juzgador conozca el hecho o acto generador de la misma, 
para poder determinar si efectivamente la calidad de la posesión que se tiene 


es en concepto de propietario, originaria o derivada, de buena o mala fe. 


La posesión civil lo mismo puede ser demostrada cuando media un 
contrato, un acto o un hecho jurídico traslativo de propiedad, pero nunca 
cuando sólo existe la voluntad del pretendido poseedor, que por sí y ante 
sí pretende cambiar la causa de la posesión. Aun considerada la posesión 
como fundamento único de la prescripción adquisitiva, cuando el poseedor 


no tiene título ni buena fe, se requiere comprobar plenamente la causa 
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generatriz por la cual se posee, en una palabra la posesión sin título possideo 
quia possideo, en nuestra ley no es posesión apta para la usucapión, tampoco 
las afirmaciones generales de los testigos que aseguran que el promovente 
está en posesión, correctamente estimadas como acontece en la especie, 
sólo constituyen una repetición de lo que afirma el actor, además si se deja 
de establecer todas y cada una de las particularidades que entraña el hecho 
de poseer como propietario, ello equivale a valorar esa prueba como plena 
para comprobar el hecho de la posesión, lo cual sería indebido, puesto que 
tener con ese valor las aseveraciones del actor, sin estar justificado el título 
mediante prueba de ninguna índole sería demembrar (sic) la posesión que 
normalmente va unida a la propiedad; pero en estos casos no sucede así, ya 
que están separadas y siendo la primera una apariencia de la segunda no puede 
estimarse comprobada con una afirmación general de que alguien posee, sino 
con la demostración plena de los pormenores que entraña el ejercicio del 
derecho de propiedad, que aun cuando no se tiene, de hecho es como si se 
tuviera, pues el poseedor lo es verdaderamente cuando su posesión es civil, 


y hasta entonces se deberá decir que obra como propietario. 


Por todo lo dicho, es inconcuso que las consideraciones que esgrime el 


apelante a todas luces endebles, carecen de validez jurídica. 


Boletín del Supremo Tribunal de Justicia. No. 24. Octubre-Noviembre 
1983. pp 391-394 
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Acción de petición de herencia.- Como opera la prescripción en la. - 
Primera Sala Civil.-Toca número 11/985.- Magistrado: Juan Jorge 


Zamora Fonseca. 


n el ejercicio de una acción de petición de herencia, bien pueden 

presentarse diversos supuestos que merecen diversidad de trato y de 

solución. En términos generales la acción de petición de herencia 
debe ejercitarse dentro del lapso de diez años, contados a partir de que el 
albacea es puesto en posesión de los bienes hereditarios. “..... SUCESIONES. 
PRESCRIPCIÓN DE LA ACCION DE. PETICION DE HERENCIA. Son 
supuestos de la acción de petición de herencia: a).-Que la herencia exista; 
b).- Que se haya hecho la declaración de herederos, donde se excluya 
u omita el actor; c) .-Que los bienes de la herencia sean poseídos por el 
albacea de la sucesión, por el heredero aparente y excepcionalmente por 
personas distintas de las indicadas. Salvo prueba en contrario, se presume 
que el albacea fue puesto en posesión de los bienes, posesión que marca el 
momento del nacimiento de la acción de petición de herencia y por ende, 
el instante en que debe empezar a contarse el término de la prescripción 
extintiva de diez años a que se refiere la ley.- Quinta Epoca.-Tomo CXXII, 
Pág. 618. A.D. 2540/55 J. Carmen Rosas, Suc.- 5 votos.-Tomo CXXVII, 
Pág. 3603/55.-Teodoro Lagunes, Suc. Mayoría de 4 votos.- Tomo Tomo 
CXXXIX, Pág. 383. A.D. 2488/55 Sucesiones acumuladas de Pedro y Juan 
C. Reyes. Unanimidad de 4 votos. Sexta Epoca.-Cuarta Parte.-Vol. XXII, 
Pag. 337 A.D. 2258/57.-J. Jesús Chávez Mejía. Unanimidad de 4 votos- Vol. 
XCUH, Pág. 55.- A.D. 4134/63.-Armando Colon y Rojas.-5 votos.-.....”. El no 


ejercicio de la acción en el tiempo antes mencionado, produce la extinción 


41 


MOS [NN0.4 Octubre Diciembre 2023. ——— 


del derecho para reclamar la herencia, o sea, tiene efectos la prescripción 
negativa. Como la prescripción es una excepción perentoria sólo aprovecha a 


quien la hace valer expresamente en el pliego de contestación a la demanda. 


No obstante lo anterior, el término para el ejercicio de la acción 
de petición de herencia, también se cuenta desde que el demandado es 
reconocido como heredero por la autoridad competente “..... Si bien es 
cierto que la Ley no precisa a partir: de qué momento comienza a contarse 
el plazo de la prescripción para ejercitar el derecho de petición de herencia, 
esta Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia, ha resuelto este problema 
por la aplicación del principio de que la prescripción extintiva corre desde 
el momento en que el derecho se hace exigible, tomando en cuenta que 
ese momento no puede ser otro que aquél en que se pone en posesión al 
demandado de los bienes pertenecientes a la masa hereditaria mediante el 
reconocimiento de su calidad de heredero por la autoridad competente; y 
que para que el derecho sea exigible, es necesario que la herencia exista, que 
haya un heredero y que los bienes de la herencia sean poseídos por el albacea 
de la sucesión o por un heredero aparente o por otras personas ya que salvo 
prueba en contrario, se presume que el albacea fue puesto, en los términos de 
ley, en posesión de los bienes hereditarios y esa posesión marca el momento 
del nacimiento de la acción de petición y el en que debe empezar a contarse 
el término de diez años de la prescripción extintiva a que se refiere la Ley.- 
Semanario Judicial de la Federación, LXXXII, P. 111. Cuarta Parte. Sexta 
Epoca.- Informe de 1964, p. 50. Tercera Sala ....” así, para poder determinar 
la prescripción negativa, es necesario atender a las diversas fechas en que se 
produjo la toma de posesión de los bienes por el albacea o el reconocimiento 
de otro heredero que al igual que el actor fue preterido en la declaratoria de 


herederos. 
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La petición de herencia se dirige contra el albacea y contra los herederos, 
pero cuando el cargo de albacea es anterior al de heredero, como sucede en 
el presente caso, pues primero se declaró heredero y albacea de la sucesión 
intestamentaria a bienes de la de cujus al Sr. S. P. L., y luego se reconoció 
el derecho a heredar de la Sra. M. T. I., la prescripción negativa sólo corría 
desde 1973 en favor del S. P. L., y no de quien carecía del reconocimiento de 
heredera. Los términos de-la prescripción corren individualmente para cada 
obligado y sólo favorecen a cada uno en la proporción de sus obligaciones, 
así lo dispone el artículo 1241 del Código Civil. De acuerdo a lo anterior, es 
incorrecto estimar acreditada la excepción de prescripción hecha valer por la 
heredera M. T. [., cuyo derecho le fue reconocido en el juicio ordinario civil 
número 264/82, porque de esa fecha a la del ejercicio de la acción de petición 


de herencia por parte de la actora, sólo media un tiempo igual a dos años. 


Por lo que corresponde al codemandado S.P.L., no habiéndose 
excepcionado en su contestación a la demanda, tampoco es permitido al 
juzgador ocuparse de excepciones no opuestas en la contestacion, cuando 
que por otra parte, en los términos de los artículos 1237 y 1238 del Código 
Civil, es lícito renunciar a la prescripción de una manera expresa o tácita 


como lo es el no uso de la excepción de prescripción. 
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Acción de prescripción adquisitiva.- Persona legitimada pasivamente 
para soportarla.- Segunda Sala Civil.- Toca número 41/985.- Magistrado: 


Carlos Mario Téllez Guzmán. 


firman los apelantes en su segundo agravio, que la acción de 
prescripción ejercitada en contra de J .C.S.T., es improcedente 
por que el demandado carece de legitimación pasiva en la causa, 
quien al contestar la demanda claramente expresó que el inmueble cuya 
prescripción se reclama se encuentra actualmente inscrito en el Registro 
Público de la Propiedad a favor de la menor S.E.N.S., circunstancia que se 
demostró con la escritura pública número 5884 de fecha 10 de abril de 1984, 
tirada ante la fe del Notario Público número 30 del Partido Judicial de León, 


Guanajuato. 


Es fundado el anterior agravio y suficiente por sí sólo para revocar la 


resolución apelada. 


En efecto conforme al artículo 1552 del Código Civil, quien hubiere 
poseído inmuebles por el tiempo y con las condiciones necesarias para 
adquirirlos por prescripción, puede “promover juicio contra el que aparezca 
como propietario de esos bienes en el Registro Público de la Propiedad a fin 
de que se declare que la prescripción se ha consumado y se ha adquirido, por 
ende, la propiedad”. De la transcripción anterior claramente se desprende 
que el sujeto pasivo de la acción de prescripción adquisitiva de un inmueble, 
sólo puede serlo el titular registral, lo cual se explica porque la sentencia 
que pueda pronunciarse, tiene efectos de título de propiedad que deberá ser 


inscrito en el Registro Público previa su protocolización. 
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Si se demanda a persona diversa de a9uél que aparece como propietario 
del inmueble en el Registro, la sentencia no podría ser cumplida por el 
Registrador en virtud del principio registral de tracto sucesivo, que en el 
caso específico se traduce en que sea precisamente el titular. registral el 
demandado a fin de que le pueda parar perjuicio una sentencia que le priva 
de sus derechos registrales. Si el titular no ha sido demandado el registro a su 
favor no puede ser cancelado ni modificado mientras no sea oído ni vencido 


en juicio en los términos del artículo 14 Constitucional. 


En las condiciones anteriores, y como además de que el demandado 
mencionó esa circunstancia al contestar la demanda, el propio registrador se 
encargó de comunicar al señor Juez la situación prevaleciente en el Registro, 
según se observa en el oficio número 198/0984 glosado a fojas 16 del expediente 
de Primera Instancia, procede declarar que la acción de prescripción no fue 
ejercitada en contra del titular registral y por consecuencia se omite entrar al 


estudio del fondo del negocio y se dejan a salvo los derechos de las partes. 


Boletín del Supremo Tribunal de Justicia. No. 33. Abril-Mayo 1985. 
pp. 167-168 
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Toca número 284/2005.- Tercera sala civil. Magistrado Juan Jorge 
Zamora Fonseca. Secretaria: Mónica Ballesteros Villagómez. Amparo 
directo negado.- Número 389/2005.- Primer tribunal colegiado del XVI 


circuito. 


L  LEITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO Y LA 
PRESCRIPCIÓN POSITIVA.- Se duele el discrepante, lo resuelto 
por el Natural, en el considerando tercero de la sentencia impugnada 
es inexacto, al decretar que en esta contienda hay litisconsorcio pasivo 


necesario. 


Lo que es así, continúa el agraviado, en atención a que, el artículo 
1252 del Código Civil del Estado, es claro en establecer que, el que hubiere 
poseído bienes inmuebles por el tiempo y con las condiciones exigidas por 
tal norma, para adquirirlos por prescripción, puede promover juicio contra 
el que aparezca como propietario de esos bienes en el Registro Público de 
la Propiedad, a fin de que se declare que la prescripción se ha consumado a 
su favor y por ende, la propiedad... En cuyo tenor, demostró plenamente con 
el certificado del Registro Público de la Propiedad que, es el demandado, 
J.0.G., el único que aparece inscrito como propietario de la parcela ejidal, 
dentro de cuya superficie se encuentran enclavados los lotes de terreno 
números 1 uno, 2 dos, 3 tres, 4 cuatro, y cinco de la Manzana número 6 
seis de la Colonia Emiliano Zapata conocida indistintamente como Lázaro 
Cárdenas; de tal forma que, contrario a derecho, el Juez de Origen es omiso 
en valorar esta documental, con la cual, demuestra plenamente que el reo, 
tiene la facultad y el derecho para resistir su demanda, en forma exclusiva, 
como titular formal del derecho real de propiedad, así reconocido en el 
Registro Público correspondiente. 
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Entonces, sigue el impugnante, cuando hace alusión en esta contienda 
judicial al contrato privado de compraventa de fecha 18 dieciocho de 
Noviembre de 1997 mil novecientos noventa y siete, sólo es para citar la 


causa generadora de su posesión. Y si el Natural, está considerando a la 


vendedora, como litisconsorte pasivo por tener un interés jurídico en esta 
contienda, confunde el momento en que, el agraviado entra a gozar de la 
posesión como causahabiente de aquélla; con lo que, es omiso en aplicar 
además del relatado artículo 1252, la Tesis de Jurisprudencia que al rubro 
dice: “PRESCRIPCIÓN POSITIVA. SE INICIA A PARTIR DE QUE SE 
POSEE EL INMUEBLE EN CONCEPTO DE DUEÑO Y SE CONSUMA 
EN EL MOMENTO EN QUE HA TRANSCURRIDO EN TIEMPO 
NECESARIO EXIGIDO POR LA LEY; DE MODO QUE LA SENTENCIA 
QUE LA DECLARA PROCEDENTE, SÓLO CONSOLIDA EN FORMA 
RETROACTIVA EL TÍTULO DE PROPIEDAD”. 


Por si fuera poco, añade el discrepante, el Natural, de manera ambigua 
y confusa, en el Considerando TERCERO, contradice la determinación 
descrita líneas arriba, concediéndole valor probatorio pleno al certificado 
expedido por el Registro Público de «la Propiedad, donde consta que el 
único titular del derecho real de propiedad inscrito, es J.O.G.; supuestamente 
para adminicularla a la confesión del demandado, en la cual, admite haber 
celebrado contrato de compraventa con la señora V.M.P. prto que no 
le ha pagado el precio de la operación, y así, establecer la existencia del 
litisconsorcio pasivo necesario; pese a que, la materia de la litis se conduce 
únicamente a esclarecer, que el actor, mediante un acto jurídico de traslación 


de dominio, como lo es la compraventa posee actualmente el predio, con 
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las características legales necesarias para prescribirlo adquisitivamente a su 
favor; es decir, de ninguna manera se está dilucidando si su causante cumplió 


o no con sus obligaciones de pago para con el reo. 


Destaca en este punto el agraviado, no puede decretarse la existencia 
de un litisconsorcio pasivo necesario, cuando lo «que se pretende prescribir, 
salió ya del dominio de la señora M. P., y ello, lo hace poseedor con justo 
titulo (sic) y de buena fe, que es el sentido como debió valorarse el contrato 
de compraventa que exhibe con su demanda inicial y no, como lo estimó el 


de Origen. 


Al tenor de lo anterior, dice el apelante, la Tesis de Jurisprudencia 


invocada por el Sentenciador no es aplicable. 
Le asiste la razón al disidente. 


Sustentó su fallo el Juez de Origen, en lo que prescribe la Tesis de 
Jurisprudencia que al rubro dice: “PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA. 
LEGITIMACIÓN PASIVA EN EL JUICIO”; supuestamente porque, en la 
especie, la usucapión se demandó, sólo contra quien aparece como titular 
del derecho real de propiedad de un determinado bien inmueble, a decir de 
la inscripción en el Registro Público; pero en el caso concreto, se involucra 
a una tercera persona que, aunque no aparezca en el asiento registral, 
tiene un interés jurídico sobre la cosa de naturaleza real (así lo define este 
criterio de Jurisprudencia, partiendo del hecho que, la tercera persona, es la 
verdadera propietaria del inmueble y ello es lo que, hace surgir la figura del 


litisconsorcio pasivo necesario). 
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Litisconsorcio integrado por la persona anotada en el Registro Público 
de la Propiedad y por la auténtica titular de los derechos de dominio sobre 
el bien raíz. Donde la legitimación del primero, obedece al fundamento 
de la usucapión, que responde a la necesidad de poner fin a un estado de 
incertidumbre de derechos; mientras que la legitimación de la segunda, 
estriba en que, la incertidumbre aludida, no cesaría si no se tomaran en 


cuenta los derechos del genuino dominador de la cosa. 


Este es el substrato de la Tesis, con base al cual, el ludex A quo, dijo 
estar en presencia de una acción de prescripción adquisitiva, donde si bien, 
el demandado J. O. G., es quien aparece como titular en el Registro Público 
de la Propiedad; reconoce haberle vendido a una tercera persona la fracción 
de terreno en disputa, V. M. P., quien es la verdadera dueña de lo reclamado, 
y ello, hace indispensable que la demanda se enderece también en contra de 
ésta; porque sólo así, la sentencia abarcaría a las dos personas que tienen 
la legitimación pasiva en la causa, por estar involucrados sus derechos, de 
tal forma que, a uno y a otro en sus diferentes posiciones frente al actor, la 


sentencia le pueda parar perjuicio, de resultar procedente la acción. 


Criterio equivocado, porque tanto la señora V.M. P. en la diligencia 
testimonial de fecha 11 once de Enero de 2005 dos mil cinco, como el 
documento que en copia simple acompaña el actor, consistente en un 
contrato privado de compraventa celebrado entre aquélla y éste, con el objeto 
de enajenar los lotes de terreno materia de la presente contienda judicial; 
ponen de manifiesto que, tal personaje, no tiene porque (sic) ser considerado 
como verdadero dueño de los terrenos en disputa; en otras palabras, en 
ningún momento del juicio, ni por las partes ni a través del resultado tipo 


del caudal probatorio, se expone que, la señora V.M.P., tenga algún tipo de 
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interés jurídico sobre la cosa que dijo haber enajenado. Interés que debe ser 
de naturaleza real, para poder contender en un juicio cuya acción es de esa 


naturaleza, como ocurre con la prescripción adquisitiva. 


Por lo demás, si su interés radica en el hecho de que, J.L.C.F. no le ha 
pagado el precio de la operación de compraventa, ello será materia de una 
acción de tipo personal, el cumplimiento de contrato; ajena a la posesión 


originaria del actor que ahora sostiene estar detentando. 


De esta forma, si la sentencia definitiva reconoce el derecho de 
prescripción adquisitiva del actor, no le puede parar perjuicio alguno a la 
señora V.M.P., porque en la materia de la litis que nos ocupa, tal persona, no 
figura más que como causante del derecho real de posesión con que se ostenta 
el activo; y así las cosas, a juicio de este Revisionista, no hay litisconsorcio 
pasivo necesario, de ahí lo operante del concepto de agravio analizado en 


este considerando. 


Sirve de sustento a lo anterior, la Tesis de Jurisprudencia por 
Contradicción 12/2000, con número de registro 189,280, emitida en la 
Novena Época, por la Primera Sala de la SCJN, visible en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XIV, Julio de 2001, Tesis 1 a./J. 
40/2001, página 320, que dice: 


“PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA. HEL CONTRATO DE 
COMPRAVENTA ES UN MEDIO APTO PARA ACREDITAR LA 
POSESIÓN EN CONCEPTO DE DUEÑO, AUN CUANDO SE 
ENCUENTRE PENDIENTE DE SATISFACER EL PAGO RESPECTIVO. 
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Para demostrar la posesión en concepto de dueño, es necesario acreditar 
la existencia de un título del que se derive la posesión originaria, es decir, 
de un título cuya naturaleza sea traslativa de dominio; por consiguiente, si 


el contrato de compraventa, cuando es de fecha cierta y tratándose de un 


bien cierto y determinado, tiene tal carácter, es inconcuso que es apto para 
acreditar que el comprador posee a título de dueño, resultando irrelevante 
la falta de pago del precio, pues ese incumplimiento no afecta el carácter 
de la posesión originaria del comprador, la cual se detenta en virtud de un 
título cuya finalidad es la transmisión permanente de la propiedad, misma 
que no se altera por la omisión en el pago, toda vez que ello es materia del 
cumplimiento del contrato, que no modifica su naturaleza y, por ende, la de 


la posesión originaria.” [...] 


Además de lo anterior, el justiciable sostiene diversos motivos de 
inconformidad, los cuales, no es necesario estudiar en este fallo, atendiendo 
a que el agravio fundamental resultó operante de tal forma, que da lugar a 


revocar la sentencia impugnada. 


Apoya lo expuesto, la Tesis de Jurisprudencia VI.1o.J/6, por número 
de registro 202,541 emitido en la Novena Época, por el Primer Tribunal 
Colegiado del Sexto Circuito, visible en el Semanario Judicial de la 


Federación y su Gaceta, tomo III, Mayo de 1996, página 470, que reza: 


“AGRAVIOS EN LA REVISIÓN. CUANDO SU ESTUDIO ES 
INNECESARIO. 


Si el examen de uno de los agravios, trae como consecuencia revocar 
la sentencia dictada por el Juez de Distrito, es inútil ocuparse de los demás 


que haga valer el recurrente.” 
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Bajo tal tesitura, se revoca la sentencia impugnada. de fecha 2 dos de 
Mayo de 2005 dos mil cinco, y como en la misma, no se abordó el estudio 


de fondo de la litis, procede a este Juzgador de Alzada entrar a su análisis.- 


El actor, sostuvo en su demanda ser poseedor a título de dueño de los 
lotes de terreno rústico o rural números 1 uno, 2 dos, 3 tres, 4 cuatro y 5 
cinco de la manzana número 6 seis, ubicados en la Colonia Emiliano Zapata, 
también conocida como Lázaro Cárdenas, perteneciente al municipio de 
Salamanca, Guanajuato. Terrenos que por ser colindantes entre sí tienen una 
superficie total unificada de 639.84 metros cuadrados, con las siguientes 
medidas y. colindancias: AL NORTE, 15.50 metros, con parcela (resto de la 
parcela propiedad del señor J.0.G.); AL SUR, 15.50 metros, con lote número 
6; AL ESTE (ORIENTE) 40.50 metros con resto de la parcela; y AL OESTE 
(PONIENTE) 40.50 metros con calle sin nombre, Predio que se encuentra 
enclavado dentro de los límites de la parcela número 29 veintinueve, Z-01, 
P-01 del Ejido Cárdenas, perteneciente al aludido municipio, que cuenta con 
una superficie total de 6-05-53.00 hectáreas, cuyo título de propiedad está a 
favor de J.O.G., bajo el número 000000000001, expedido por el Ejecutivo 
Federal el día 17 diecisiete de Diciembre de 1993 mil novecientos noventa 
y tres. Persona que aparece como titular del derecho real de propiedad que 
pesa sobre ese inmueble, ante el Registro Público de la Propiedad, por lo que 
contra él endereza su petición. También sostiene que, la causa generadora de 
su posesión, lo es el contrato privado de compraventa de fecha 18 dieciocho 
de Noviembre de 1997 mil novecientos noventa y siete, que celebró con 
V.M.P., habiendo liquidado el precio de la operación, y para probarlo 


acompaña el documento; asimismo, asegura haber recibido la posesión del 
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inmueble, desde el día de suscripción del contrato, lo que le da a la posesión 
que ostenta, las cualidades de civil, pacífica, pública, continua, con justo 


título y de buena fe. 


En respuesta, se defiende el reo, J. O. G., negando el derecho del actor 


a ejercitar la acción de prescripción adquisitiva, en atención a que, es él quien 
posee como propietario el inmueble reclamado, porque hasta el día en que 
contestó la demanda, detentaba esos terrenos; y además, tiene la propiedad, 
como lo acredita con el título que hace suyo, presentado por la parte actora, 
consistente en el documento expedido por el Ejecutivo Federal número 
000000000001. Añade, para justificar la causa generadora de su posesión, 
si es el reo, quien aparece como titular del derecho real de propiedad, ante 
el Registro Público, tuvo el actor, que haber presentado para el acreditar 
supuesto que en contrato realidad suscrito entre J.O.G. y la señora V.M.P., 
para acreditar que en realidad tal persona, contaba con legitimación para 


vender el predio. 


Para acreditar su pretensión, el actor acompañó al juicio en copia simple, 
un título de propiedad número 000000000001, expedido por el Ejecutivo 
Federal, que ampara el dominio a título de dueño, de la parcela número 29 
veintinueve, Z-01, P-01, del Ejido Cárdenas, con superficie total de 6-05- 
53.00 hectáreas a favor de J. O. G., de fecha 17 diecisiete de Diciembre de 
1993 mil novecientos noventa-y tres; un certificado de propiedad debidamente 
cotejado por el Registro Público de la Propiedad y del Comercio de la ciudad 
de Salamanca, Guanajuato, de fecha 16 dieciséis de Julio de 2004 dos mil 
cuatro, donde consta que la parcela ejidal número 29 veintinueve, Z-01, P-01 
del Ejido Cárdenas, se encuentra registrada a nombre de J. O. G., con dos 


ventas parciales de fecha 26 veintiséis de Septiembre de 2003 dos mil tres; 
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un contrato privado de compraventa en simple fotocopia, celebrado el día 
18 dieciocho de Noviembre de 1997 mil novecientos noventa y siete, por 
la señora V.M. P., en calidad de vendedora y el ciudadano J. L. C. F, con 
el carácter de comprador, respecto a los lotes de terreno números 1 uno, 2 
dos, 3 tres, 4 cuatro y 5 cinco, localizados en la manzana 6 seis de la colonia 
Emiliano Zapata, parcela número 29 veintinueve, Z-01, P-01, con una 
superficie unificada total de 639.84 metros cuadrados; a cambio del pago de 
la cantidad de $64,000.00 sesenta y cuatro mil pesos, misma que es entregada 
a la firma del contrato. Documento donde la vendedora refiere acreditar su 
derecho real de propiedad, con un contrato privado de compraventa que a su 
vez, celebró con el anterior propietario J. O. G. 


Copia simple de una: constancia de entrega de posesión suscrita por 
los contratantes V.M. P. y J. L. C. EF, del día 18 dieciocho de Noviembre de 
1997 mil novecientos noventa y siete; un recibo de aportación total, por la 
suma de $64,000.00 sesenta y cuatro mil pesos, en concepto de liquidación 
de pago de los terrenos rústicos números 1 uno, 2 dos, 3 tres, 4 cuatro y 5 
cinco, manzana 6 seis de la colonia Emiliano Zapata, que cuentan con una 
extensión total de 639.84 metros cuadrados; y, un croquis de ubicación, en 


fotocopia. 


Documentos supervenientes, consistentes en copias certificadas de las 
siguientes Escrituras Públicas: 1116 del tomo XX y 1114 del tomo XIX, 
ambas de fecha 23 de Agosto de 2004 dos mil cuatro; así como 1119 y 
1120, ambas del tomo XX, de fecha 30 treinta de Agosto de 2004 dos mil 
cuatro; las cuatro expedidas, por el Licenciado E.B.G., en calidad de titular 
de la Notaría Pública número 14 catorce, en legal ejercicio en el Partido 


Judicial de Salamanca, Guanajuato, prescripción positiva a favor de J.L.C.F., 
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actuando en rebeldía del señor J.O.G., de los lotes de terreno 14 catorce y 15 
quince de la manzana 2 dos; lote 10 diez de la manzana 7 siete; lote 6 seis de 
la manzana 8 ocho, y lote 2 dos de la manzana 1 uno; todos ellos dentro de 


la superficie de la parcela número 29 veintinueve, Z-01, P-01, ubicada en el 


Ejido Cárdenas, del municipio de Salamanca, Guanajuato. Esto es, ventilan 
el derecho a prescribir adquisitivamente diversos lotes de terreno, que distan 


de los que se disputan en esta contienda. 


La testifical desahogada por su parte, a cargo de R.M.C.H., M.R.C.H. 
y V.M.P.; las dos primeras parientes del actor, donde refieren conocer tanto 
a los contendientes como a la señora V.M.P., a quien citan como vendedora 
de los terrenos materia de este conflicto judicial; que saben y les consta, 
J.L.C.F. compró esos bienes, enclavados en la parcela número 29 veintinueve 
del Ejido Lázaro Cárdenas, el día 18 dieciocho de Noviembre de 1997 mil 
novecientos noventa y siete; y que, a su vez la señora V.M.P. los compró a J 
O0.G. 


A pregunta SÉPTIMA “Que diga si sabe y le consta que la señora V. 
M. P., al momento de vender los terrenos que se mencionan en la pregunta 
número 4, hizo entrega de la posesión de tales terrenos al señor J.L.C. F.”, 
respondió M.R.C.H., esposa del actor: “Yo sé que le dio un papel de compra 
y venta y un papel de posesión, nada más”. Por su parte, la deponente 
R.M.C.H. cuñada del actor, aún y cuando a esa pregunta responde que sí le 
fue entregada la posesión, en ninguna respuesta de su testifical, refiere cuáles 
son entonces, los actos materiales posesorios que evidencian la detentación 


física materia de la acción intentada por J.L.C.F. 
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A su vez, refiere la deponente V. M. P., en la diligencia de fecha 11 
de Enero de 2005 dos mil cinco, que en efecto, vendió los lotes de terreno 
identificados como 1 uno, 2 dos, 3 tres, 4 cuatro y 5 cinco de la manzana 6 
seis de la colonia Emiliano Zapata, conocida también como colonia Lázaro 
Cárdenas, que los mismos se encuentran dentro de los límites de la superficie 
total de la parcela número 29 veintinueve, Z-01, P-01; que no le hizo entrega 
de la posesión al actor, sólo le entregó los documentos de la venta; que no 
le ha terminado de pagar el precio de la operación; y que, no le ha otorgado 
escrituras porque, quien a su vez le vendió, el señor J.O.G. tampoco ha 
escriturado.- 


Y la confesional a cargo del demandado J.O.G., que crea convicción 
respecto a la celebración del contrato de compraventa celebrado entre él y 
aquélla, con alusión a la parcela número-29, veintinueve, Z-01, P-01 del 
Ejido Lázaro Cárdenas, que dice, tenía-una superficie original de 6-05- 
53.00 hectáreas; sólo que refiere intrínsecamente, la posesión de los lotes 
de terreno enajenados, se la reservó, hasta obtener el pago por parte de la 
señora, quien ha sido omisa en “ello y por ende, quien tiene la posesión 
actual de lo reclamado, asegura el absolvente, es él, donde todavía tiene 
sembrada una hectárea y media. 


Por su parte; propuso el reo, la confesional a cargo del actor, que con 
fundamento en lo previsto por los artículos 99 y 204 del Código Adjetivo 
Civil, se desahogó y nada aportó al proceso, pues no contiene la aceptación 


de ningún hecho contrario a los intereses del absolvente. 


Con el estado de hechos querelatan las aludidas probanzas, confrontadas 
entre sí, acorde con lo que prescribe el artículo 202 del Código Foral Civil, 


este Resolutor de Alzada llega a las siguientes conclusiones: 
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El documento simple que contiene la compraventa privada entre 
V.M.P. y J.L.C.F. no tiene valor probatorio en sí mismo, pues se trata de una 


fotocopia. 


Por su parte, las testimoniales del juicio, son insuficientes para 
conformar la prueba de la existencia de ese contrato, atento a lo previsto por 
el artículo 219 del Código Procesal Civil, por cuanto tienden a demostrar un 
hecho que debió haber sido acreditado mediante la exhibición del documento 


original del pacto. 


2.-Un acto traslativo de dominio, como lo es la compraventa, es eficaz 
cuando se hace valer como causa generadora de la posesión, para prescribir 
la cosa enajenada si el título es deficiente; porque, la posesión necesaria para 
prescribir debe ser en concepto de propietario, además de las atribuciones 
de pacífica, continúa y pública, en los términos que prescriben los ordinales 
1039 y 1246 del Código Sustantivo Civil; pero, por ser una institución que 
como medio de adquisición del dominio de una cosa, sanciona la inercia 
del auténtico propietario del bien que lo deja en manos de otro poseedor, 
quien actúa sobre la cosa ejercitando la posesión que el propietario original 
descuidó, el supuesto comprador, debe gozar y disfrutar del bien, para que 
el dominio que detenta sobre él, le sea reconocido en por este medio (léase, 
ejercitando la acción real de prescripción, en vez de la acción personal de 


cumplimiento de contrato). 


Sirve de sustento al criterio anterior, lo expuesto en la Tesis de 
Jurisprudencia, con número de registro 196,651, perteneciente a la Novena 
Época, sustentada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Segundo Circuito, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su 
gaceta, tomo VII, Marzo de 1998, tesis 11.2*.C.90 C, página 798, que dice: 


al 


“JUSTO TÍTULO, QUÉDEBEENTENDERSE POR (LEGISLACIÓN 
DEL ESTADO DE MÉXICO). 


Para la procedencia de la acción plenaria de posesión o publiciana, 
como primer elemento se requiere acreditar que el actor tenga justo título, el 
cual se definió en legislaciones anteriores del país de la siguiente manera: “Se 
llama justo título el que es bastante para transferir el dominio (artículo 1188 
del Código Civil del Distrito Federal de 1870) y se llama justo título el que 
es o fundadamente se cree bastante para transferir el dominio” (artículo 1080 
del Código Civil del Distrito Federal de 1884). De los artículos anteriores se 
desprende que el justo título comprende dos supuestos, a saber: a) Aquel que 
transmite el dominio y que, por tanto, constituye un título de propiedad, y b) 
Aquel que en principio sería apto para transmitir el dominio, pero que debido 
a un vicio ignorado por el adquiriente, sólo le transmite la posesión. Luego, 
es pertinente advertir que las nociones de justo título mencionadas no pugnan 
con el actual concepto que se contiene en la parte final del artículo 781 del 
Código Civil del Estado de México, el cual establece: “Entiéndese por título 
la causa generadora de la posesión.”, pues es claro que el concepto de justo 
título en sus dos aspectos da origen a la posesión y, por ello encuadra dentro 
de lo previsto por el artículo 781 del ordenamiento últimamente citado. Por 
tanto, si se entiende por justo título la causa generadora de la posesión, es 
decir, el acto o fundamento que da origen o transmite la posesión a título 
de dueño, en el caso, el contrato de compraventa que llevó a cabo la parte 
actora como compradora con persona diversa, constituye su justo título, en 
virtud de que con la celebración de esa relación contractual entró a poseer el 


inmueble objeto de la controversia, conforme a la ley” [...] 
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3.-Por tanto, aún (sic) teniendo como indicio la prueba de la existencia 
de la compraventa, lo trascendente del caso es que, el actor, quien se dice 
poseedor civil de los terrenos, en realidad no se encuentra detentándolos 
materialmente, no los disfruta, usa o aprovecha en ningún sentido, pues no 
hay prueba en autos de que, en efecto, tras la enajenación de los mismos, se 
haya entregado la posesión al peticionario. Lo que es así, en atención a que, 
el acta de entrega de la posesión, que exhibe el actor es una copia simple 
que no se refuerza con alguna otra probanza; y por el contrario, la propia 
enajenante, V.M.P., además del demandado y de la testigo R.M.C.H., refieren 
que esa entrega no se realizó, incluso que, ni siquiera la señora V.M.P. tenía 


la posesión originaria. 


4. Lo anterior, deja en claro que, al no contar el actor, con la detentación 
física de los terrenos, no hay posesión y si no la hay, entonces no hay materia 
para prescribir activamente, pues no se actualiza el supuesto que permita 
privar al señor J. O. G. de su posesión, calificando su actitud como inerte por 
haberla descuidado, dejándola en manos de otro poseedor, para su uso, goce 
o disfrute a título de dueño. Sobre todo, cuando en el caso, el reo asegura 
tener la posesión de los terrenos, incluso estarlos sembrando (explotando 


económicamente). 


De esta forma, es evidente que la acción resulta improcedente, lo que 


hace innecesario abordar el estudio de las excepciones. 


Boletín jurídico. Julio-Agosto 2005. pp. 5-17 
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Prostíbulo. Otro de los lugares de donde surgían las clientas de “El hombre del corbatón” 
Fotografía: Antonio Casasola. ca. 1925 
Crédito: Fototeca INAH. https:/Imediateca.inah.gob.mxlislandora_74lislandoralobject/ 
fotografia 43A93172 
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SEGUNDA'“SECCION: 


ANOS CIONAS 
DERECHO 
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Cargador o mecapalero del mercado de la Merced. Otros personajes recurrentes en la 
carrera de “El hombre del corbatón”. Fotografía: Nacho López. ca. 1951. Créditos de la 
imagen: Fototeca INAH. https://mediateca.inah.gob.mxlislandora_74lislandoralobject! 
fotografiaV.3A332044 
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Propuesta de un protocolo de actuación judicial, para la 
presentación ante juez competente, de menores que fueron 
sustraídos de su residencia habitual dentro de los juicios de 


orden familiar 


Juez Violeta Yelí Meneses Molina 


n nuestro país, el modelo clásico de familia ha sufrido importantes 

cambios. Las cifras de divorcios se han incrementado a más del 

63.96% respecto del año 2000!, mientras que los matrimonios se 
han reducido un 10.26% respecto del año 2019, y 35.96% respecto del año 
2000, según cifras recabadas por el INEGI en 2021?. 


Cuando los padres disuelven un matrimonio por vías legales, en 
muchos casos, los hijos resultan ser las principales víctimas, causado por 
la disputa de su guarda y custodia; lo que no siempre se da de manera sana, 
o en atención al interés superior de los menores. Por tal motivo, tener una 
visión que priorice la protección integral de los niños, niñas y adolescentes, 
desde las perspectivas más amplias para su correcto y sano desarrollo, resulta 


fundamental. 


1 INEGI: Matrimonios y divorcios. Recurso digital disponible en https://cuentame.inegi. 
org.mx/poblacion/myd.aspx?tema=PH:-:text=En%202011%20por%20cada%20 
100,100%20matrimonios%20ocurrieron%2033%20divorcios. Consultado el 22 de 
septiembre de 2023. 

2 INEGI: Conoce cuántos matrimonios se han registrado a nivel nacional de 2000 
a 2021. Recurso digital disponible en https://cuentame.inegi.org.mx/poblacion/ 
matydivo/grafica_matrimonios.pdf consultado el 22 de septiembre de 2023. 
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La encomienda que tienen los padres de educar, decidir y encausar el 
desarrollo de sus hijos, deriva del ejercicio de la patria potestad la cual es la 
relación entre padres y el hijo, que se establece como derecho para lograr el 
desarrollo integral del niño; es decir, que disfrute tanto de sus derechos como 
de sus atribuciones, como los actos para imponer disciplina a los menores, 


y deberes, tales como otorgar alimentos, el cuidado diario, la convivencia. 


La patria potestad es una institución que, con el cambio de paradigma 
reconocido por la suprema corte, se crea para y por los niños, en beneficio de 
ellos, y no como una institución que da un poder total a los padres para hacer 


lo que consideren con los niños, niñas y adolescentes. 


Tradicionalmente, se veía a la patria potestad como un derecho de los 
padres, pero con el cambio de paradigma mencionado, la visión es que el 


sujeto central de la patria potestad son los niños. 


Derivado de lo establecido en la convención de los derechos del niño 
de la ONU, y dentro de la constitución, en el artículo 4?, los niños son sujetos 


de derecho y no objetos de él. 


La patria potestad se define como una función tutelar, y no, como 
antes se creía, que era un poder omniímodo de los padres, pues bajo ese 
concepto, los niños no tenían ningún derecho, y estaban sujetos a la voluntad 


del paterfamilias. 


Así pues, desde una concepción moderna, la patria potestad se define 
como una función tutelar social sobre las personas que más lo necesitan, esto 
es, los que requieren cuidados especiales, y medidas reforzadas, por lo que, 


en primer término, la función se delega en los progenitores. 
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La sustracción de menores, según estimaciones de organizaciones 
sociales y dependencias de gobierno, representa casi el 70% de los casos de 
niños desaparecidos, y de ese 70%, casi el 65% corresponde a la sustracción 


por parte de alguno de los padres. 


La CNDH define a la sustracción, retención u ocultamiento ilícito, 
como la separación unilateral e injustificada de un niño de la persona que 
legalmente detenta su guarda y custodia, ocultándolo o trasladándolo lejos 


del lugar de su residencia habitual. 


En la actualidad, los jueces familiares tenemos una disyuntiva a 
resolver, que surge cuando se presenta una demanda o medida relativa a la 
custodia de un niño, niña o adolescente, que previamente fue sustraído por 
algún familiar de su residencia habitual. Este dilema se da porque si no se 
reincorpora al menor a su lugar original de residencia, en un plazo que no 
exceda a un año, según criterios de la corte de la Haya, y con base en ello, 
de la SCJN, han establecido que el menor crea vínculos y costumbres en ese 
nuevo lugar. En dicho criterio, la Corte señala que no resulta pertinente que se 
vuelva a desprender a ese niño de su nuevo ambiente para no revictimizarlo, 
con lo que la conducta ilícita del sustractor termina por ser premiada y 


judicializada, esto ya sea por: 


A) Desconocimiento o mala interpretación de los criterios de aplicación 
de lo que la corte denomina: “Protección de los efectos perjudiciales que 
genera la conducta de sustracción y ocultamiento del menor en lugar distinto 


al de residencia, y que ya están habituados a su nuevo ambiente” o bien por, 


B) la aplicación de una justicia retardada y poco efectiva. 
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En el estado de Guanajuato no contamos con un protocolo de actuación 
para proceder a la búsqueda, localización y presentación de un niño, niña 
o adolescente sustraído ilícitamente, tornándose una labor complicada su 
localización, resguardo, traslado y presentación, para poderle garantizar 
su derecho a ser entrevistado, y a su vez, garantizarle todos los derechos 


humanos que procesalmente nos corresponde salvaguardar. 


El sustento de este protocolo es muy amplio, pero el origen de este 
derecho lo es el concepto de la patria potestad, la cual es la relación entre 
padre, madre y el hijo, que establece derechos a lograr el desarrollo integral 
del niño, considerándolo como sujeto primordial de los juicios, en donde 
se resuelve su derecho de tener una residencia en respeto a su derecho de 
ser criado, cuidado y protegido por ambos progenitores, si y solo si no han 
perdido el derecho del ejercicio de la patria potestad, o de quien determinó la 


autoridad judicial en caso de sustitución de los padres. 


Con este protocolo, se pretende dotar de herramientas básicas para 
actuar de forma más eficaz para la recuperación y presentación de los 
niños, niñas y adolescentes ante el Juez, quien decidirá sobre sus derechos. 
Se procurará dotar de herramientas para interpretar adecuadamente el 
derecho del niño a permanecer con el pariente sustractor solo si se encuentra 
realmente habituado y conforme con su nueva residencia, y con ello, realizar 
un procedimiento muy similar al que se aplica en casos de sustracciones 
internacionales, unificando criterios de actuación para respetar los derechos 
de los niños, niñas y adolescentes a intervenir en el juicio ante el juzgador 
que resolverá su situación relativa a su guarda, custodia y residencia, por lo 


que con ello se les garantizarán sus derechos a: 


1. Ser informados del contenido y efectos del juicio. 
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2. Opinar sobre la elección de su progenitor custodio. 


3. Revisar que no se encuentre siendo víctima de algún delito por falta 


de cuidado o ya sea por acción u omisión. 


4, Cerciorarnos de su estado de físico y mental garantizándole con ello 


su derecho a la salud. 


5. Respetando su derecho de visita y convivencia con ambos 


progenitores y familias extensas. 


6. En su caso, reincorporarlo al lugar de donde fue sustraído ilegalmente 


o bien resolviendo sobre su cambio legal de residencia. 


Se evitará que, por la lentitud en el procedimiento, se provoquen 
dilaciones innecesarias que violenten los derechos de los niños, niñas y 
adolescentes y que, por el tiempo transcurrido, tengan que permanecer en un 
lugar y con un custodio que no actuó lícitamente en violación de derechos 
del propio menor de edad y de quien ejercía su guarda y custodia de forma 


legal. 
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Retrato de “El hombre del corbatón” 
Fotografía: Antonio Casasola. ca. 1932 
Crédito: Fototeca INAH https://mediateca.inah.gob.mxlislandora_74lislandoralobject/ 
fotografia43A41856 
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TERCERA “SECCIÓN 


CNNNDONIS DAL CONCURSO 1013 
INVESTIGACIÓN LTEGISIADIVA 


Los trabajos que se exponen en la presente sección fueron adaptados en 
su formato, a fin de ajustarse a las reglas metodológicas propias del poder 
judicial de Guanajuato, respetando por entero su contenido. 
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“El hombre del corbatón” en un interrogatorio a un detenido en barandillas. 


Fotografía: Antonio Casasola. ca. 1935 
Créditos: Fototeca INAH. https:/Imediateca.inah.gob.mxlislandora_74lislandoralobject/ 
fotografia/3A95096 
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Derecho humano a la igualdad y no discriminación de los 


mexicanos naturalizados 
Dr. Ignacio Alonso Velasco 


Resumen: En este documento se analiza la exclusión que sufren los mexicanos 
naturalizados para postularse a ciertos cargos de elección popular o para desempeñar 
cargos funcionariales, a pesar de que todos los que cuentan con la ciudadanía mexicana 
debieran ser iguales ante la ley. 


Palabras clave: Constitución, discriminación, leyes, naturalizados, nacimiento. 


Abstract: This document analyzes the exclusion suffered by naturalized Mexicans to run for 
certain elected positions or to hold civil service positions, despite the fact that all those with 
Mexican citizenship should be equal before the law. 


Keywords: Constitution, discrimination, laws, naturalized, birth. 


71 


Gaceta Judicial - Poder Judicial del Estado 


Mecapalero. 
Fotografía: Antonio Casasola. 1920-1925. 
Crédito: Fototeca INAH. https:/Imediateca.inah.gob.mxlislandora_74lislandoralobject/ 
fotografia43A176169 
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Introducción 


6 6 quí nos tocó vivir”. Esta sentencia es muy común en México, 
y se suele usar como colofón a alguna inconformidad que 
algún mexicano expresa, con respecto a la realidad que 

vive en este país, en estos términos de resignación: “...en fin, aquí nos tocó 


vivir...”, acompañado de una elevación de hombros y una mirada cabizbaja. 


Desde luego, esta oración carece de sentido, toda vez que los seres 
humanos tenemos la facultad de elegir dónde establecer nuestra residencia; 
lo que no podemos seleccionar, es dónde nacer. Y eso es precisamente lo 
que hicimos muchos mexicanos naturalizados, a los que nos tocó nacer en 
cualquier punto del planeta, pero decidimos trasladar nuestro domicilio al 
territorio mexicano, territorio en el cual nunca llegamos a ser tratados como 
auténticos compatriotas, donde se nos discrimina por nuestro origen, en 
virtud de que se nos veta la posibilidad de ocupar muchos cargos, al no ser 


mexicanos por nacimiento. 


La naturalización es el proceso por el cual un ciudadano de un estado 
adquiere la nacionalidad de otro, con el cual ha adquirido algunos vínculos, 
producto de la estadía mantenida de manera legal en dicho país, o por otros 


motivos, como el matrimonio o la ascendencia directa (padres, abuelos, etc.). 


La mayoría de los países establecen que, para que un ciudadano de otro 
país adquiera su nacionalidad, debe primero renunciar a la que poseía ante 
un funcionario público de su país de origen. Sin embargo, existen convenios 
bilaterales o multilaterales por los cuales, los ciudadanos de un país pueden 
adquirir la nacionalidad y la ciudadanía de otro sin necesidad de renunciar 


a la anterior, abriendo de esta manera la posibilidad a la doble nacionalidad. 
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Según datos del INEGI", actualmente hay, en México, una población 
total de 126 millones 014 mil 024 habitantes, de los cuales, 1 millón 857 mil 
985 son mexicanos por naturalización, quienes tan sólo representan un 1% 


del universo total de los pobladores de dicho país. 


Con la finalidad de regular el ejercicio de los derechos de este colectivo, 
la CPEUM, en su artículo 1%, prohíbe toda discriminación motivada por 


origen étnico o nacional. 


Considerar a los mexicanos por naturalización como mexicanos de 
segunda, viola la carga magna, y en palabras del periodista Carlos Loret de 
Mola 


“(...) es racista, discriminatorio, xenofóbico e ignorante. 
Demuestra la mediocridad del que no quiere competir más 
que contra los del vecindario, la cortedad de miras de quien se 
niega a pensar en México como un país cosmopolita y marcha 
a contracorriente de potencias que flexibilizan sus fronteras, 
unifican sus monedas y consiguen el progreso de sus pueblos 


creando nacionalidades comunes (...)”.? 


Con este planteamiento, se parte de la hipótesis de que todos los 
ciudadanos mexicanos son iguales ante la ley, con los mismos derechos 
y obligaciones. Esto da pie a tratar de despejar algunas preguntas como: 


¿es un derecho fundamental el no ser discriminado por el origen nacional?, 


1 Vid. INEGI: Censo de Población y Vivienda 2020. Recurso digital disponible en 
https://www.inegi.org.mx/programas/ccpv/2020/ consultado el 22 de septiembre de 
2023. 


2 Cfr. Blog Escribido: Carlos Loret de Mola : Naturalizados (www.eluniversal.com. 
mx). Recurso digital disponible en https://escribido.wordpress.com/2009/01/24/ 
naturalizados/ consultado el 22 de septiembre de 2023. 
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¿realmente cuentan con las mismas condiciones legales los mexicanos 
naturalizados que los que lo son por nacimiento? o ¿existe un criterio uniforme 
en la salvaguarda de los derechos humanos de los mexicanos naturalizados 


en la legislación de las entidades federativas? 


Con la ayuda de una metodología cualitativa y de derecho comparado 
de las diferentes constituciones locales de México, se llega al hallazgo de 
que actualmente los oriundos de este país cuentan con privilegios que los 
naturalizados no pueden alcanzar, de acuerdo con la redacción de las leyes 
domésticas. También se puede evidenciar la falta de un criterio único en 
cuanto a la regulación sobre el tema en los diferentes estados que integran 
la república mexicana, debido a que existen unos más incluyentes que otros. 
Se puede constatar, por medio de este ensayo, que son numerosos los cargos 
públicos para los que se exige la orrundez mexicana para ser ocupados, tanto 
a nivel federal como a nivel local. 
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“El hombre del corbatón” en la reconstrucción de un crimen. 
Fotografía: Antonio Casasola. 1925-1930. 
Crédito: Fototeca INAH. https://mediateca.inah.gob.mx/islandora_74lislandoralobject/ 
fotografia/3A95261 
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I. El derecho humano a la igualdad y no discriminación 


a CNDH separa a la igualdad en tres conceptos distintos: 1. Derecho a 
la igualdad y no discriminación. 2. Igualdad ante la ley y 3. Igualdad 


entre mujeres y hombres. 


El artículo primero de la declaración universal de los derechos humanos 
consagró que todos los humanos nacemos libros e iguales en dignidad y 
derechos, lo cual se replicó en otros tratados internacionales en materia 
de derechos humanos y, por supuesto, en el artículo primero de la carta 
magna mexicana. De hecho, siempre se recoge este derecho en las primeras 
disposiciones de los cuerpos normativos, dando idea de su importancia, y es 


un principio que inspira a todo el ordenamiento jurídico. 


Al ser todos individuos del mismo género, no se pueden establecer 
diferencias, lo cual no significa que deba existir una igualdad absoluta, sino 
que el legislador debe atender a las características de sujetos en situaciones 
similares, a fin de establecer disposiciones semejantes para estos, y diferentes 
para aquéllos cuyas particularidades sean distintas. En definitiva, para dar 
cumplimiento al mandato constitucional hay que aplicar la siguiente máxima: 


dar un trato igual a los iguales y desigual a los desiguales. 


Que los particulares puedan acceder a derechos reconocidos 
constitucionalmente, no significa que todos los individuos deban ser iguales en 
todo, ya que si la propia constitución protege la propiedad privada, la libertad 
económica y otros derechos patrimoniales, está aceptando implícitamente la 
existencia de desigualdades materiales y económicas; es decir, el principio de 
igualdad no implica que todos los sujetos de la norma se encuentren siempre, 


en todo momento y ante cualquier circunstancia, en condiciones de absoluta 


q 


igualdad; sino que dicho principio se refiere a la igualdad jurídica, que debe 
traducirse en la seguridad de no tener que soportar un perjuicio, o privarse de 


un beneficio desigual e injustificado respecto a sus derechos humanos. 


Por lo tanto, no todo tratamiento jurídico diferente es discriminatorio, 
porque no toda distinción de trato puede considerarse ofensiva a la dignidad 
humana. La igualdad puede estimarse transgredida únicamente en los casos 
en los que exista una desigualdad de trato, en relación a diversos sujetos que 
se encuentren en una misma situación jurídica, y que dicho trato diferente 


afecte el ejercicio de un derecho humano. 


Así pues, hay que diferenciar entre una distinción (que crea una 
diferencia razonable y objetiva) y una discriminación (que es una diferencia 
arbitraria que ocasiona un daño en el goce de los derechos humanos). Para 


explicarlo, pondré un ejemplo de cada una. 


En México hay viviendo ciudadanos mexicanos y extranjeros al mismo 
tiempo. Que el primer colectivo tenga más derechos que los segundos (como 
los de tipo político) es una distinción. Sin embargo, el hecho de que dentro 
del colectivo de ciudadanos mexicanos, unos tengan más derechos que otros, 
en función de su origen nacional, es una clara discriminación a los derechos 


humanos, ya que entre iguales no puede haber un trato diferenciado. 


Concluyo este subapartado definiendo que discriminación es toda 
exclusión, distinción, restricción o preferencia, que se base en determinados 
motivos o categorías sospechosas (como lo son el origen étnico o nacional, 
el género, la edad, la religión, entre muchas más) y que tengan por objeto, o 
por resultado, anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en 
condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales 


de todas las personas. 
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TK. La protección de los derechos humanos por razón del origen 


nacional en México 


Se puede decir que un derecho fundamental es aquel que está reconocido 
por una disposición de derecho fundamental. Es decir, una disposición de 
este tipo es un enunciado previsto en una constitución, o en los tratados 


internacionales que tipifican un derecho fundamental.* 


En el caso concreto del derecho a no ser discriminado por el origen 
nacional, este se encuentra expresamente citado desde el año 1948, en el 
artículo 2% de la declaración universal de derechos humanos, en el que se 
afirma que “*(...) Toda persona tiene los derechos y libertades proclamados en 
esta Declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, 
opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición 


económica, nacimiento o cualquier otra condición (...)”.* 


Casi en los mismos términos, se regula también en el artículo 1? de 
la convención americana sobre derechos humanos, cuando se exige a los 
estados parte, como lo es México a “(...) respetar los derechos y libertades 


reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona 


3 Vid. López Olvera, Miguel Ángel: Tratado de la facultad reglamentaria. Editorial 


Porrúa. 2007. México. ISBN: 9789700766065. 
4 Cfr. ONU: Declaración Universal de los Derechos Humanos. Recurso digital 


disponible en https://www.un.org/es/about-us/universal-declaration-of-human-rights 
consultado el 22 de septiembre de 2023 


Ub 


que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de 
[...] origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier 


otra condición social (...)”. 


Similares formulaciones se encuentran en el artículo 2% del pacto 
internacional de derechos civiles y políticos, y 2? de la declaración americana 


de derechos y deberes del hombre. 


A nivel nacional, la CPEUM, en su artículo 1?, prohíbe cualquier tipo 
de discriminación por razón del origen nacional. Esto se materializa a partir 
de la importante reforma en materia de derechos humanos que entró en vigor 
en junio del año 2011, la cual situó en el centro de la actuación del Estado 
mexicano la protección y garantía de los derechos humanos reconocidos en 


dicha Constitución y en los tratados internacionales ratificados por este. 


En el ámbito local, también el estado de Quintana Roo prohíbe 
expresamente toda discriminación motivada por origen nacional, en el 
artículo 13 de su constitución, y 3% y 7% de su ley para prevenir, atender 
y eliminar la discriminación. En concreto, y en relación con el ámbito 
laboral, la fracción III del artículo 9% de la última ley mencionada, considera 
como discriminación el prohibir la libre elección de empleo, o restringir las 


oportunidades de acceso, permanencia y ascenso en el mismo. 


Al consagrarse el derecho a no ser discriminado por el origen nacional, 
tanto en el texto constitucional como en los tratados internacionales, signados 
por México, se convierte en un derecho fundamental que puede ser reclamado 


por los medios jurisdiccionales correspondientes. 


5 Cfr. Corte interamericana de derechos humanos: Convención Americana sobre 
Derechos Humanos. Recurso digital disponible en https://www.corteidh.or.cr/ 
tablas/17229a.pdf consultado el 22 de septiembre de 2023 


80 


Debe existir una armonía entre las normas locales y los instrumentos 
internacionales a los que el país se ha adherido, y esa compatibilidad debe 
ser vigilada, primero, por la judicatura nacional, y luego, por la corte 
interamericana de derechos humanos, si es que el caso llega a sus estrados, 
por medio del control de convencionalidad.' 


Esta verificación de convencionalidad tiene un carácter difuso, ya que 
cada uno de los magistrados locales puede —y debe—, cumplir la tarea, sin 
perjuicio de la posterior intervención de la corte interamericana. esta labor 
no le corresponde tan solo al poder judicial, sino a todas las autoridades, sin 
excepción, las cuales asumen una responsabilidad de estado en la defensa de 


los derechos humanos. 


Este control difuso de convencionalidad y constitucionalidad en 
México, resulta del acatamiento de la sentencia de la corte interamericana 
en el caso Radilla Pacheco vs. México, de 2009, por parte de la SCJN en el 
famoso expediente Varios 912/2010, decidido el 14 de julio de 2011, y de la 
reforma constitucional de 2011 aquí comentada.” 


6 Vid. Hitters, Juan Carlos: Control de constitucionalidad y control de convencionalidad. 
Comparación, en revista Estudios constitucionales. Universidad de Talca. 2009. Talca. 
http://dx.doi.org/10.4067/50718-52002009000200005. Recurso digital disponible en 
http://www.estudiosconstitucionales.cl/index.php/econstitucionales/article/view/224 
consultado el 22 de septiembre de 2023 


7 Vid. Ferrer Mac-Gregor, Eduardo, y Sánchez Gil, Rubén: Control difuso de 
constitucionalidad y convencionalidad. Comisión de Derechos Humanos del Distrito 
Federal. Suprema Corte de Justicia de la Nación. Oficina en México del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos. 2013. México. p. 
7 
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Este control difuso se llevó a cabo por el TEPJF, tribunal que tuvo 
oportunidad de pronunciarse en contra de este requisito discriminatorio, en 
una sentencia emitida en febrero del 2020, al dejar sin efecto la necesidad de 
ser mexicano por nacimiento para aspirar a ser consejero del INE. Con base 
en ello, el 26 de febrero del 2020, la cámara de diputados del Congreso de la 
Unión decidió, por unanimidad, eliminar dicho requisito de la convocatoria 
que se había emitido, el 13 de febrero, para quienes desearan ser consejeros 
electorales para el periodo 2020-2029. 
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III. Situación legal de los mexicanos naturalizados a nivel federal 


Establece el artículo 30 de la carta magna, que la nacionalidad mexicana 
se adquiere por nacimiento o por naturalización. Para ser considerado 
mexicano por nacimiento, no es imprescindible haber sido dado a luz en el 
territorio de la República, sino que también se consideran como tales los que 
nacen en el extranjero, de padres mexicanos, ya lo sean estos por nacimiento 
o por naturalización, incluso basta con que posea dicha cualidad tan solo 
uno de los progenitores. Igualmente, tienen la condición de mexicano por 
nacimiento los que vienen al mundo a bordo de una aeronave o embarcación 


mexicana, independientemente de si es mercante o de guerra. 


Por el contrario, para llegar a ser mexicano por naturalización, es 
necesario obtener una carta otorgada por la secretaría de relaciones exteriores, 
tras haber superado un examen de conocimientos, y haber acreditado que 
se ha residido en el territorio nacional cuando menos durante los últimos 
cinco años inmediatos anteriores a la fecha de la solicitud de naturalización. 
La otra posibilidad es contrayendo matrimonio con alguien que tenga la 
nacionalidad mexicana, y estableciendo el domicilio conyugal dentro del 


territorio de la república mexicana. 


A lo largo de su articulado, la ley fundamental mexicana exige ser 
nacido en este país para ocupar cargos relevantes como los indicados en la 
Tabla 1. 
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Tabla 1. Cargos para los que exige ser mexicano por nacimiento en la 
CPEUM 

28, párrafo 23, fracción 1 Comisionado del Instituto Federal de 
Telecomunicaciones o de la Comisión 
Federal de Competencia Económica. 

32, párrafo tercero Activo del Ejército en tiempo de paz y al 
de la Armada o al de la Fuerza Aérea en 
todo momento., o desempeñar cualquier 


32, párrafo cuarto E 
cargo o comisión en ellos. 


Capitán, piloto, patrón, maquinista, 
mecánico y, en general, para tripular 


cualquier embarcación o aeronave que 


se ampare con la bandera o insignia 


mercante mexicana. 


55, fracción Diputado Federal 


82, fracción 1 Presidente del Poder Ejecutivo de la 
Unión 


Secretario del Despacho 


95, fracción I Ministro de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación (SCJN) 
102, apartado A, párrafo segundo | Fiscal General de la República 


Fuente: Elaboración propia con base en la CPEUM (1917) 


Hay que tener en cuenta que en su artículo 32, párrafo segundo, la 
constitución señala que para el ejercicio de dichos cargos y funciones, es 


necesario no adquirir otra nacionalidad. En atención a lo establecido en este 
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artículo, la SCJN ya ha tenido la oportunidad de pronunciarse al respecto, derivado de 
la resolución de varias acciones de inconstitucionalidad como las siguientes: 48/2009, 
19/2011, 20/2011, 35/2018, 93/2018, 87/2018, 59/2018, 4/2019%, 40/2019%, 113/2020, 


8 Estas tres últimas acciones de inconstitucionalidad fueron promovidas por la comisión nacional de 
los derechos humanos, demandando la invalidez del artículo 23 bis, fracción |, de la ley orgánica 
de la administración pública del estado de Sinaloa; de diversas disposiciones de la ley de justicia 
administrativa del estado de colima y del artículo 17, ter, fracción i, de la constitución política del 
estado de Tamaulipas, respectivamente. Vid Suprema corte de justicia de la nación: Los congresos 
locales carecen de competencia para establecer como requisito para acceder a un cargo público 
la nacionalidad mexicana por nacimiento. Recurso digital disponible en http://bit.ly/3PQyGmS con- 
sultado el 22 de septiembre de 2023. 


9 Esta acción de inconstitucionalidad, en concreto, fue promovida por la comisión nacional de los 
derechos humanos, demandando la invalidez del artículo 20 bis, fracción l, de la ley número 613 
que crea el instituto veracruzano de las mujeres, publicada en el periódico oficial del estado de 
Veracruz de Ignacio de la Llave, de 6 de marzo de 2019, mediante el decreto número 235. Vid. 
Suprema corte de justicia de la nación: Declara SCJN inconstitucionalidad de normas que exigían 
no contar con antecedentes penales para realizar actividades comerciales y gubernamentales, así 
como contar con la nacionalidad mexicana por nacimiento para acceder a cargos públicos. Recur- 
so digital disponible en https://bit.ly/3tztb4h consultado el 22 de septiembre de 2023. 
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39/2021, 87/2021'”, 100/2021" y 111/2021”. El alto tribunal ha determinado 
que los congresos locales carecen de competencia para establecer como 
requisito, para acceder a cargos públicos, el contar con nacionalidad mexicana 
por nacimiento. Lo anterior, debido a que el artículo 32 constitucional debe 
interpretarse a la luz del artículo 1% constitucional, de acuerdo con el cual 


debe preferirse la interpretación que evite discriminación entre mexicanos. 


La corte considera que hay funciones públicas que deben ser 
realizadas únicamente por mexicanos por nacimiento debido a su naturaleza, 


encaminadas a salvaguardar la soberanía nacional. 


10 Esta acción de inconstitucionalidad fue resuelta el martes 27 de septiembre de 2022 
y declaró la invalidez del artículo 20, fracción | de la ley orgánica del tribunal unitario 
de justicia penal para adolescentes del estado de Morelos (publicada el 21 de abril 
del 2021), en donde se exigía la oriundez mexicana para ser juez especializado en 
justicia penal para adolescentes. 


11 Esta acción de inconstitucionalidad fue resuelta el 13 de septiembre del 2022 
y se declaró la invalidez de la fracción | del artículo 21 de la Ley de la Comisión 
Estatal de Derechos Humanos del Estado de Nuevo León, en donde se exigía 
como requisito, para poder ser visitador de dicha institución, el de ser ciudadano 
mexicano por nacimiento. Vid. Suprema corte de justicia de la nación: SCJN invalida 
diversas normas que contenían requisitos para acceder a cargos públicos locales. 
Recurso digital disponible en https://www.internet2.scin.gob.mx/red2/comunicados/ 
comunicado.asp?id=7052 consultado el 22 de septiembre de 2023 


12 Esta acción de inconstitucionalidad fue resuelta el martes 27 de septiembre de 2022 
y declaró la invalidez del artículo 8”, fracción | de la Ley del tribunal estatal de justicia 
administrativa de baja california (publicada el 18 de junio de 2021), en donde se 
exigía ser mexicano por nacimiento para ser nombrado magistrado del Tribunal de 
Justicia Administrativa de dicha Entidad Federativa. 
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Aparte de lo normado en la CPEUM, en el contenido de las leyes 
federales mexicanas, son numerosos los cargos para los que se exige ser 
oriundo de México. En cuarenta y seis cuerpos normativos, de ámbito 
federal, se pide la oriundez mexicana para poder desempeñar casi setenta 


tipos de cargos diferentes. 


Respetando los criterios de la SCJN, es necesario reformar la gran 
mayoría de estas leyes para hacerlas justas, virtud a la que han de aspirar 


hacer realidad todos los cuerpos normativos. 


El artículo 35 de la Carta Magna es el que regula los derechos de los 
ciudadanos mexicanos, entre los cuales se encuentra, en su fracción II", el 
de poder ser votado para todos los cargos de elección popular, teniendo las 


calidades que establezca la ley. 


De este apéndice final es de donde se agarran muchas leyes estatales 
para poder ejercer su discriminación por el origen sobre los naturalizados, 
al exigir como requisito, ser nacido mexicano para poder ser electo para 
algún cargo político, o para poder ser designado para ocupar algún puesto de 


carácter funcionarial. 


En el ámbito local, encontramos un reclamo por diversificar los actores 
que tienen derecho a participar como candidatos en la contienda electoral para 


renovar ayuntamientos, diputaciones y gubernaturas. Se daría satisfacción 


13 Esta fracción fue reformada por medio de Decreto publicado en el Diario Oficial de la 
Federación, el día 9 de agosto del 2012, por el cual se aprobó la posibilidad de que 
haya candidaturas independientes, siempre y cuando “cumplan con los requisitos, 
condiciones y términos que determine la legislación”. 


87 


a esta situación, dando la oportunidad de poder participar en un proceso 
electoral a todos los mexicanos mayores de edad, y no sólo para ejercer el 


derecho al voto, sino también para poder ser votados. 


Revisando si es necesario, o no, el requisito de ser nacido mexicano 
para poder ser miembro de un ayuntamiento, diputado local o gobernador, en 
las constituciones de las treinta y dos entidades federativas de la República 


Mexicana, se pudo elaborar la tabla 2. 


Tabla 2. Exigencia o no de haber sido nacido mexicano para ocupar 


cargos de elección popular en las entidades federativas de México 


Entidades Miembro del Diputación Gubernatura 
federativas ayuntamiento local 
Baja California 


Baja California 
Sur 


[Chihuahua | | 
Ciudad de 
México 
[Coahuila | 
Xx 
¡OOOO 
[Durango | | 
E 


Guanajuato 
Guerrero | [| X | 


AE 
A ES 
MUS 
¡HE E] 
PX 
[ENE 
sl 
[AA 


AAA E == 
A 175 PM 
ES 
(aia EE [a 
IES A] 
Dal 
NA 
Xx | | > 
Ca 1 E 
a] 
| Xx | | IS 

o A] ¡a 


Quintana Roo 


San Luis Potosí 
Sinaloa 


Fuente: Elaboración propia con base en las constituciones de las entidades 


federativas mexicanas. 


De las treinta y dos entidades federativas que forman parte de la 
república mexicana, en dieciocho de ellas no es necesario haber nacido 
mexicano para llegar a ser integrante del gobierno municipal, mientras que 


en catorce entidades sí lo es. 
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Entre las entidades estatales segregacionistas, se encuentran las que 
componen la península de Yucatán, (Quintana Roo, Campeche y Yucatán), y 
el resto de Estados sureños, como lo son Tabasco y Chiapas. Sin embargo, son 
más los estados que no son discriminatorios con los mexicanos nacidos en 
el extranjero, entre los que podemos destacar entidades federativas ubicadas 
en la frontera norte, como son Sonora, Chihuahua y Coahuila. En este bando 
encontramos también a todas las entidades federativas que no tienen acceso 


al mar, salvo Nuevo León, Aguascalientes y el Estado de México. 


Para poder obtener una diputación estatal, de las treinta y dos 
constituciones locales, diecisiete exigen un mínimo periodo de residencia, 
mientras que en quince de ellas sí es obligatorio ser nativo mexicano, por lo 


que el equilibrio al respecto es evidente. 


Hay algunas entidades federativas que guardan una coherencia en 
el sentido de que son discriminatorias o no, tanto para ser miembro de 
ayuntamiento, como para ocupar una diputación local. Estamos hablando 
de entidades como Aguascalientes, Baja California, Baja California Sur, 
Campeche, Chiapas, Coahuila, Colima, Guanajuato, Guerrero, Hidalgo, 
Michoacán, Morelos, Nayarit, Nuevo León, Oaxaca, Puebla, Querétaro, San 


Luis Potosí, Sonora, Tabasco, Tamaulipas, Tlaxcala, Yucatán y Zacatecas. 


Sin embargo, hay seis Estados (Veracruz, Jalisco, Durango, Chihuahua, 
Quintana Roo y Estado de México), que no tienen una postura clara, y se 
muestran arbitrarios o antojadizos al respecto, pues no siguen un criterio 
único a la hora de establecer los mismos requisitos de oriundez para ser 


miembro de un ayuntamiento, que para obtener una diputación. 
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En cuanto a los requisitos para poder lograr la gubernatura de algún 
estado, hay que señalar que es el cargo de elección popular para el cual se 
requiere, en más constituciones locales, la oriundez mexicana, en un total de 
veintiséis, siendo tan sólo seis entidades locales las que permiten alcanzar la 


gubernatura sin tal cualidad. 


Esta doble posibilidad está permitida por la propia Constitución 
Federal en su artículo 116, fracción I, párrafo quinto, cuando establece que: 
“(...) Solo podrá ser gobernador constitucional de un Estado un ciudadano 
mexicano por nacimiento y nativo de él, o con residencia efectiva no menor 


de cinco años inmediatamente anteriores al día de los comicios (...)”. 


Es de señalar también que, para este cargo, algunas constituciones 
locales siguen estableciendo el requisito de tener que ser mexicano de segunda 
generación, es decir, que no es necesario solamente ser nacido en México, 
sino que además los dos progenitores han de tener la cualidad de mexicanos 
(Constitución de Nayarit, artículo 62, fracción Il, y de Sonora, artículo 70, 
fracción 1). Incluso, en el estado de Morelos, se requiere en el artículo 58, 
fracción 1 de su Constitución Local “ser mexicano por nacimiento e hijo de 


madre o padre mexicano por nacimiento”. 


Desde finales del siglo pasado se eliminó del texto de la fracción I del 
artículo 82 de la CPEUM la necesidad de ser nacido mexicano de segunda 
generación para poder aspirar a ocupar la presidencia de la república, lo que 
le permitió a Vicente Fox alcanzar dicho puesto. Hoy en día dicho precepto 
exige: “(...) Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno goce de sus 
derechos, hijo de padre o madre mexicanos (...)”, por lo que ya no es necesario 
que los padres tengan que ser nacidos en el país. Lo mismo debe hacer la 


constitución morelense, cuyo texto resulta anacrónico e inconstitucional. 
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De hecho, la acción de inconstitucionalidad 19/2011 declaró inválido 
el requisito señalado en el artículo 58 de la constitución morelense, ya que 
contraviene el imperativo del artículo 116, fracción L, último párrafo, de la ley 
fundamental, conforme al cual basta la calidad de mexicano por nacimiento, 
sin referir a la nacionalidad de los padres y, en consecuencia, vulnera también 
el artículo 133 constitucional. Además, establece un requisito adicional o de 
mayor amplitud que redunda en una restricción indebida al derecho de voto 
pasivo (artículos 30, 32, 116 y 133). 


De la revisión de lo aquí comentado, se pueden extraer algunos 
hallazgos interesantes. Por ejemplo, los dos únicos estados que no establecen 
el requisito de ser mexicano de nacimiento para ocupar algún cargo de 


elección popular son Querétaro y la Ciudad de México. 


No es casualidad que estas dos entidades federativas sean las únicas, 
con la excepción de los estados de Durango y Chiapas, que cuentan con 
constituciones locales que han entrado en vigor en el presente siglo, en el que 
la defensa a los derechos humanos está más en boga, a diferencia del resto 
de las constituciones, donde la gran mayoría cuenta ya con más de un siglo 


de existencia. 


Hay un total de nueve entidades federativas en las que un mexicano 
naturalizado no puede ocupar ningún cargo de elección popular, estas son: 
Aguascalientes, Baja California, Campeche, Chiapas, Colima, Nayarit, 


Nuevo León, Tabasco y Yucatán. 


Tomando el ejemplo del estado de Chiapas, tanto en su constitución 
local como en su ley de desarrollo constitucional en materia de gobierno y 


administración municipal, exige ser mexicano por nacimiento; no sólo para 
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ocupar cualquier cargo de elección popular'*, sino también para desempeñar 
cargos públicos por designación como magistrado o consejero de la judicatura 


del poder judicial o la titularidad de la fiscalía general del estado. 


De entre las acciones de inconstitucionalidad que ha resuelto la SCJN 
señaladas en este ensayo, es de especial relevancia para Chiapas la 35/2018, 
promovida por la comisión nacional de los derechos humanos, y resuelta 
el 23 de enero del 2020 por el pleno de la suprema corte de justicia de la 
nación. en el resolutivo segundo, se declaró la invalidez de la fracción 1 del 
artículo 123 de la ley de desarrollo constitucional en materia de gobierno y 
administración municipal del estado de Chiapas, que exigía ser mexicano 


por nacimiento para ser director general de un organismo descentralizado. 


Es grave y contradictorio que la constitución chiapaneca, vigente a 
partir del 29 de diciembre del 2016, en las fracciones II, de sus artículos 5? y 
89, garantice que las personas no seremos discriminadas por razón de nuestro 
lugar de nacimiento, y luego se exija ser oriundo de México o de Chiapas 


para ocupar diversos cargos públicos, de elección popular o por designación. 


Llama poderosamente la atención los casos de Michoacán y Tamaulipas, 
los cuales, tras negar la posibilidad a los nacidos fuera de México para ser 
miembros de ayuntamiento u ocupar una diputación, se muestran permisivos 
con este colectivo con respecto a la gubernatura, ¿qué razón habrá para 


emplear esta doble vara de medir? 


14 De los cargos de elección popular regulados en la Constitución chiapaneca se 
exige ser “mexicano por nacimiento” para poder ser Gobernador del Estado 
(artículo 52, fracción 1), diputado local (artículo 40, fracción |); y para ser miembro 
de un ayuntamiento, la Ley de Desarrollo Constitucional en materia de gobierno y 
administración municipal establece la obligatoriedad de ser oriundo de estas tierras 
en su artículo 39, fracciones | y IV. 
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Pareciera ser que esta arbitrariedad se lleva a cabo para favorecer 
la llegada de algún candidato al cargo, por lo que las constituciones se 
hacen a modo, y no siguiendo criterios de justicia. En otras ocasiones, 
personas no nacidas mexicanas logran ocupar cargos que les están vedados 
constitucionalmente, gracias a que consiguen cartas de nacimiento mexicanas 


apócrifas, contraviniendo la ley. 


La razón de que en México muchos cargos de elección popular estén 
vetados para personas nacidas en el extranjero la podemos encontrar en 
el pasado histórico del país, pues en muchas ocasiones otras naciones han 


venido a saquear y obtener riquezas para llevárselas a sus lugares de origen. 


Resulta lógico que después de 300 años de dominación española, y 
ante el reciente surgimiento de nuestro país como una nación independiente, 
se tuviera desconfianza respecto de quienes no eran oriundos de nuestra 
tierra para ocupar los cargos de elección. Por ello, la constitución federal de 
1824, estableció en su artículo 76 que para ser presidente o vicepresidente se 
requería: “(...) Ser ciudadano mexicano por nacimiento, de edad de 35 años 


cumplidos al tiempo de la elección, y residente en el país (...)”. 


Vivas!* señala que, el congreso constituyente de 1857 también estableció 
en el artículo 77 de la constitución política de la república, el requisito de ser 
mexicano por nacimiento para ser presidente, pero paradójicamente dicho 


requisito no se exigió para ser diputado federal. 


15 Vid. Vivas Vivas, Víctor V.: Nacionalidad mexicana por nacimiento, Categoría 
discriminatoria para ser miembro de un Ayuntamiento en Quintana Roo. 
¿Quintanarroenses de primera y segunda clase?, en revista Quid iuris... Tercera 
época, volumen 1, número 53. UNAM. IIJ. 2021. México. Recurso digital disponible 
en https: //revistas-colaboracion.juridicas.unam.mx/index.php/quid-iuris/article/ 
view/40633/37418 consultado el 24 de septiembre de 2023 
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Más de un siglo después de que entrara en vigor, nuestra carta magna 
continúa el requisito de ser mexicano por nacimiento para ocupar los 
cargos de presidencia de la república, senadurías, diputaciones federales y 
gubernaturas, y los motivos son constitucionalmente válidos, puesto que su 
finalidad es salvaguardar la soberanía y seguridad nacionales, por lo que dicho 
requisito no resulta violatorio del artículo 1? constitucional. No obstante, a 
la luz de la reforma constitucional en materia de derechos humanos de 2011, 
provocada por los tratados internacionales de los que el estado mexicano 
es parte, esta distinción no resulta aplicable a otros cargos públicos, ya que 
no encuentran asidero en los supuestos de excepción a los que se refiere el 


citado artículo 32 de la constitución. 


La diferenciación entre los nativos de América, descendientes de 
europeos, y los que no lo eran, viene desde la época colonial, cuando se 
distinguía a la sociedad criolla de la originaria de la península ibérica. Esta 
separación, en aquel entonces, jugaba a favor de los que procedían de la 


metrópoli, quienes gozaban de mayores privilegios.'*. 


Históricamente, en México se le han asignado ciertos roles al extranjero 
o al naturalizado, ya sea como traidores, desleales, o con intereses ocultos. 
De ahí se parte para negar a los mexicanos por naturalización derechos que 
deberían corresponderles por propio derecho. Después de todo, en el artículo 
31 de la propia constitución federal no se distingue entre diferentes tipos de 


mexicanos a la hora de definir qué obligaciones les corresponden. 


16 Vid. Romero, José Luis: Latinoamérica. Las ciudades y las ideas. Siglo XXI Editores. 
1976. Buenos Aires. p. 18 
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Si se quiere castigar la desobediencia a la constitución y la traición, ya 
existen sanciones que aplican para todos los mexicanos. Es preferible partir 
de aquí, que de un estereotipo que asigna preconcepciones de traidor al 
mexicano naturalizado. Si el estado mexicano no confía en los naturalizados, 


no debería otorgar su nacionalidad a los que la soliciten. 


Ya en pleno siglo veintiuno resulta atemporal seguir perpetuando esta 
división. Es hora de pasar página, y entender que no siempre quien viene de 
fuera, viene con fines aviesos. En México, los poderes fácticos hegemónicos 
contribuyen a incrementar la percepción de que los extranjeros dañan al 


país.!” 


Por el contrario, se pueden encontrar en la historia de esta nación 
numerosos ejemplos de gente que ha llegado en calidad de inmigrante a 
engrandecer este país. Las grandes potencias a nivel mundial han logrado su 
desarrollo, en gran medida, gracias a haber sabido aprovechar la preparación 


de la población que ha venido del extranjero. 


Se calcula que, en Estados Unidos, por mencionar un ejemplo 
importante, hay casi treinta millones de hispanos. Para el año 2050, uno de 


cada cuatro norteamericanos será de origen hispano.'* 


17 Vid. Marroni, María da Gloria: Capital social, redes migratorias y ayuda humanitaria: 
¿La solidaridad a prueba en el tránsito de latinoamericanos por México?, en Baltar 
Rodríguez, Enrique; Marroni, María da Gloria; y Villafuerte Solís, Daniel: Viejas y 
nuevas migraciones forzadas en el sur de México, Centroamérica y el Caribe. 
SITESA. 2013. México. p. 167 


18 Vid. Carbonell, Miguel: Presentación. ¿Se justifican las fronteras en el siglo XXI? en 
Kymlicka, Will: Fronteras territoriales. Trotta. 2006. Madrid. p. 15. 
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Mucho se quejan los mexicanos de la discriminación que sufren en 
el país vecino del norte, pero, ciertamente, la situación es peor en México 
con quien viene del extranjero. Esto se puede comprobar, precisamente, 
con los requisitos para poder aspirar a un cargo de elección popular. En 
Estados Unidos, tan sólo se exige ser oriundo de dicha nación para poder ser 
presidente, además de contar con, al menos, treinta y cinco años el día de la 


elección y catorce años de residir en dicho país.'” 


Para ser miembro de la cámara de representantes estadounidense, hay 
que tener al menos veinticinco años de edad y siete de ser ciudadano de 
Estados Unidos, mientras que para ser uno de los cien miembros que integran 
la cámara de senadores del mismo país, hay que contar con, al menos, treinta 
años de edad, ser ciudadano por lo menos desde nueve años antes al día de la 


elección, y vivir en el estado al que representen.” 


Como se puede observar, no es necesario haber nacido en esa nación 
para postularse para esos cargos de elección popular, ni para ser gobernador 
o cualquier otro cargo a nivel local. De hecho, Nevada cuenta con un 
gobernador hispano, Brian Sandoval, desde el 2011, y Nuevo México se 
convirtió ese mismo año en ser el primero en estar gobernado por una mujer 


hispana, Susana Martínez. Ambos gobernadores son republicanos. 


Esa permisividad en la normatividad estadounidense hace posible que, 
hoy en día, sean numerosos los nacidos fuera de ese país quienes ostentan 


puestos sometidos a un sufragio, entre ellos muchos latinos, en general, 


19 Vid. Sirvent González, Consuelo: Sistemas jurídicos contemporáneos. Porrúa. 2007. 
10% ed. México, D.F. p. 110 


20 Vid. Sirvent González, Consuelo: Sistemas jurídicos contemporáneos. Porrúa. 2007. 
10* ed. México, D.F. pp. 106-107 
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y mexicanos, en particular. Sin embargo, a la inversa, un estadounidense 
de nacimiento no tendría las mismas oportunidades en los Estados Unidos 


Mexicanos. 


Debiéramos perder menos el tiempo en averiguar el lugar de nacimiento 
de cada uno, y emplear mejor nuestros esfuerzos en formarnos, y así, poder 
estar preparados para dar lo mejor de cada uno por el bien de la sociedad en 
la que decidamos vivir. Mientras no sea esto lo más importante, y se valore 
más otros elementos como tu origen o quien sea tu compadre, difícil veo un 


correcto desarrollo de nuestro país. 


A la hora de llevar a cabo la selección del mejor aspirante a ocupar un 
cargo, de elección popular o no, debería ser primordial considerar su perfil, 
su capacidad, y su formación. Por el contrario, el lugar donde uno haya 
nacido no debiera ser relevante, ya que es algo que no se puede elegir. Es 
inaceptable seguir manteniendo discriminaciones y desigualdades basadas 


en un accidente tan coyuntural como puede ser el lugar de nacimiento.?' 


Un argumento que se esgrime para esta cerrazón al mexicano nacido 
en el extranjero, para ocupar un cargo de elección popular, es el que 
supone que para gobernar un territorio es necesario haber nacido ahí, para 
conocerlo, quererlo y tomar las mejores decisiones para sus conciudadanos. 
Sin embargo, hay muchos ejemplos de autoridades oriundas de México, que 
no han demostrado mucha solidaridad con el pueblo mexicano a la hora de 
conducirse como mandatarios. Es por ello que este argumento no se sostiene 


por sí mismo. 


21 Vid. Carbonell, Miguel: Presentación. ¿Se justifican las fronteras en el siglo XXI? en 
Kymlicka, Will: Fronteras territoriales. Trotta. 2006. Madrid. p. 13 
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¿Qué virtud tiene un mexicano nacido en México con respecto a un 
mexicano nacido fuera de dicho país? De entrada, el nacer en un lugar no nos 
hace ni mejores ni peores. La única diferencia es que al primero su madre le 


dio a luz en el territorio de la república mexicana, y al segundo no. 


El nacer en un país no es un elemento indispensable para querer a 
dicho estado, al igual que no haber nacido dentro de un territorio no implica 
que no te sientas identificado con él. Prueba de ello es que todos los días 
personas nacidas en México hacen todo lo posible por irse a vivir a otro país, 
incluso poniendo en riesgo sus vidas y las de sus familiares. Mientras que 
otros individuos nacidos en otros estados o continentes, lo dejan todo en su 


tierra de origen y le apuestan a México como lugar de destino. 


El haber nacido fuera de tierras mexicanas no debiera ser visto como 
un estigma o delito imborrable, ya que se trata de un impedimento absoluto 
para ocupar muchos cargos públicos en México. Para poder borrar ese delito 
de los antecedentes penales de cualquier mexicano naturalizado tendría que 
volver a nacer y hacerlo, ahora sí, en este país, como si eso fuera algo que se 
pudiera decidir. Es un impedimento que no se puede hacer desaparecer con 
el paso del tiempo. 


Las motivaciones de la migración guardan profundos nexos con la 
exclusión y la pobreza. La persona no encuentra en su entorno inmediato 
posibilidades de desarrollo personal, ni oportunidades de inclusión social, 
o el hogar se enfrenta a múltiples necesidades que es necesario satisfacer, y 


sus miembros no poseen medios estables y suficientes para la subsistencia.” 


22 Vid. Topar Estrada, Annelize: Discapacidad y migración hacia México y Estados 
Unidos: Un análisis desde la exclusión social, en Baltar Rodríguez, Enrique; Marroni, 
María da Gloria; y Villafuerte Solís, Daniel: Viejas y nuevas migraciones forzadas en 
el sur de México, Centroamérica y el Caribe. SITESA. 2013. México. p. 175 
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Con la creación de gentilicios como lo es el de mexicano, se trata 
de identificar, a través de una fórmula homogénea, a un todo social que se 
caracteriza por ser diverso. La identidad que buscan crear los gobiernos 
no se concibe como auténtica, pues al crear identidades homogéneas, la 
sociedad responde aludiendo a la diversidad sociocultural y a las formas de 
ser diferenciadas. Mientras los gobiernos intentan formar una identidad con 


bases artificiales, la sociedad lo interpreta como una imposición que rompe 


en buena medida con la identidad auténtica que surge de la vida cotidiana.” 


23 Vid. González Ortiz, Felipe: Participación social y la gestión pública municipal: una 
relación conflictiva que debe construirse para el beneficio local, en Revista del 
Instituto de Administración Pública del Estado de México, A.C. 2002. p. 197 
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Conclusiones 


Oo omos de donde nacemos o de donde nos hacemos? Esta cuestión 
(, S me la planteo a mí mismo cada vez que alguien me pregunta 
de dónde soy. ¿Querrá saber en qué lugar nací o en dónde llevo 

viviendo durante las dos últimas décadas de mi existencia? Este punto que 
para mí no debería ser de mayor relevancia, resulta sí tenerla, por ejemplo, 


a la hora de aspirar a ocupar un cargo público, ya sea de elección popular o 
por designación. 


Los mexicanos nacemos donde se nos da la rechingada gana, es la 
frase genial de la eterna Chavela Vargas, con la cual se puede sintetizar lo 
narrado en este ensayo. Esa cantante no nació en México, sino en Costa 
Rica, pero amó y formó parte de nuestra cultura; hasta convertirse en la 
mejor intérprete del desgarro que implicaba ser mexicano en la época post 


revolucionaria. 


Como reivindican Aljovín y Calderón,? una de las dificultades a las 
que nos enfrentamos los naturalizados en nuestro país, que es México, es la 
de encontrarnos impedidos de participar y contribuir en el desarrollo de la 
vida pública, a pesar de estudiar, trabajar, tener familia y pagar impuestos 


aquí. 


24 Vid. Aljovín Navarro, Jorge David y Calderón Chelius, Leticia: Los mexicanos 
naturalizados y su batalla por conseguir derechos plenos, en Nexos. Recurso digital 
disponible en https://eljuegodelacorte.nexos.com.mx/los-mexicanos-naturalizados- 
y-su-batalla-por-conseguir-derechos-plenos/?fbclid=IwAROA5STqVr8dEjU2ppGKOp 
k3XMwDp5EC8MK9Ni_CfBIJtGwv1141ggEbphO0 consultado el 24 de septiembre de 
2023. 
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Deseo comentar que quienes llegamos como inmigrantes a 
México, tenemos la posibilidad de cambiar nuestro estatus y poder lograr 
naturalizarnos, es decir, conseguir la nacionalidad mexicana; lo que nos 
permite, entre otras cosas, poder disfrutar de derechos político-electorales, 


tal como lo es el poder ejercer nuestro derecho al voto. 


Esas boletas que depositamos los mexicanos naturalizados en la urna 
electoral, valen lo mismo que si las introdujeran mexicanos por nacimiento. 
Además, debemos tener en cuenta el hecho de que el primer colectivo 
participa más activamente en los diferentes procesos electorales, debido a que 
los que fuimos extranjeros en este país, valoramos mucho el poder ejercer un 
derecho por el cual hemos tenido que sacrificarnos, y que no hemos obtenido 
de manera fortuita, por el simple hecho de que nuestras madres nos hayan 


dado a luz dentro del territorio mexicano. 


Esos esfuerzos a los que me refiero, consisten en registrarnos ante el 
instituto nacional de migración para manifestar nuestra voluntad de cambiar 
el estatus migratorio; pagar de manera periódica cierta cantidad de dinero, 
a cambio de un derecho que nos permita permanecer de manera legal en el 
país y, por último, superar un examen de conocimientos sobre geografía, 
cultura, himno e historia mexicana, que muchos oriundos en estas tierras no 


aprobarían. 


Tras la exposición de la investigación contenida en este ensayo, se 
puede asegurar que no se cumple la hipótesis planteada en la introducción, 
ya que no todos los ciudadanos mexicanos somos iguales ante la ley, con los 


mismos derechos y obligaciones. 
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Esta afirmación se puede contrastar tras comprobar que los mexicanos 
naturalizados tienen vetada la posibilidad de acceder a muchos cargos, por 
el simple hecho de no ser oriundos de este país, por lo que no cuentan con 
las mismas condiciones legales que los que son mexicanos por nacimiento; 
a pesar de que se ha demostrado que el no ser discriminado por el origen 
nacional es un derecho fundamental, protegido por la CPEUM y por los 


tratados supranacionales, ratificados por México. 


También se ha evidenciado en esta obra, que no existe un criterio 
uniforme en las legislaciones estatales con respecto a la salvaguarda de este 
derecho humano, derivado de la soberanía con la que cuentan las entidades 
federativas, la cual les permite regular este asunto con libertad, pero siempre 
observando lo dispuesto en cuerpos normativos jerárquicamente superiores, 


como lo son la constitución federal y los tratados internacionales. 


En conclusión, sería deseable eliminar los “candados” que impiden 
a casi dos millones de mexicanos naturalizados ocupar cualquier cargo. Al 
respecto, la asamblea constituyente de la Ciudad de México aprovechó la 
posibilidad de marcar una pauta al respecto, al publicar su constitución, el 5 
de febrero de 2017, y haber decidido, al normar este aspecto, ser incluyente 
con todos los ciudadanos mexicanos. En el quinto párrafo de su artículo 
24, se dispone que “(...) Las y los ciudadanos mexicanos, por nacimiento 
o naturalización, tienen derecho a acceder a cualquier cargo público de la 


Ciudad, incluyendo los de elección (...)”. 
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Con este texto se logra otorgar los mismos derechos a todos los 
mexicanos, sin tener en cuenta si lo son desde que nacieron o no. Semejante 
situación ocurre en España, donde una persona, al adquirir su nacionalidad, 
lo hace con todas las consecuencias y queda equiparado a los nativos de 


dicho país, con los mismos derechos y obligaciones. 


Es conveniente que el resto de los estados de la república tomen como 
ejemplo las constituciones capitalina y de Querétaro (artículo 8*, fracción ID), 
creadas en este siglo, en el que es más palpable la defensa de los derechos 
humanos y la armonización de sus leyes con los tratados internacionales en 


la materia. 


Se recomienda a la LXV legislatura del congreso de Guanajuato que 
proceda a reformar sus ordenamientos jurídicos en el sentido apuntado en 
este trabajo, y así lograr legislaciones incluyentes con todos los ciudadanos 
mexicanos, a fin de que tan sólo se exija ser nacido mexicano para aquellos 
cargos que estén directamente relacionados con la salvaguarda de la 
soberanía nacional. Solo de esa forma dejará de haber mexicanos de primera 


y de segunda. 


No existe otro país democrático que excluya y haga distinciones 
políticas y administrativas entre sus propios ciudadanos de esta magnitud. 
Es por ello que es hora de que México se convierta en una nación abierta al 
mundo, y deje de ser discriminatoria sobre quienes la lotería de la vida nos 
hizo nacer en cualquier otra parte del mundo. 
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“El hombre del corbatón” con una mujer herida en su cama del hospital. 
Fotografía: Antonio Casasola. 1930-1935. 
Crédito: Fototeca INAH. https://mediateca.inah.gob.mxlislandora_74lislandoralobject/ 
fotografia/.3A95279 
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Teoría de la paz a la luz del derecho internacional público y 
el estado social de derecho 


Mtra. Mayra Alejandra Niño Niño 


Resumen: Este ensayo aborda a la paz desde una perspectiva histórica, socio-jurídica y 
ius filosófica, como un bien jurídico complejo: derecho fundamental, deber del estado y fin 
esencial del estado social de derecho. En cuanto a su acepción de derecho fundamental, 
la paz implica la posibilidad de vivir libre de violencia; ello implica un deber jurídico- 
constitucional a cargo del estado. Por último, una garantía real del estado social de derecho 
ligada a la dignidad humana. 


Palabras Clave: La paz, teorías de la violencia, derecho internacional público, Estado 
Social del Derecho 
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“El hombre del corbatón” interrogando a un detenido. 
Fotografía: Antonio Casasola. 1930-1935. 
Crédito: Fototeca INAH. https://mediateca.inah.gob.mx/islandora_74lislandoralobject/ 
fotografia W3A95277 
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Introducción 


l debate acerca de la paz, sus formas, contenidos y alcance está 
relacionado con el ámbito jurídico. Sin embargo, su complejidad 
exige la observación desde un enfoque multidisciplinar; de ahí 
que se plantee la discusión de dos modalidades, según lo establecido por el 


politólogo noruego Johan Galtung: una paz negativa y una paz positiva. 


En este ensayo, abordamos la paz desde sus diferentes perspectivas, 
tomando en especial consideración su relación con el derecho; esto es, su 
reciente dimensionamiento jurídico-político como aspiración colectiva y 
mundial, y como presupuesto normativo supranacional y constitucional. 
Partimos de la aplicación del método inductivo, con un alcance enunciativo, 
descriptivo, analítico, con un enfoque dogmático, teórico, socio-jurídico 
y crítico, y una revisión hermenéutica, sistemática, exegética de fuentes 


primarias y secundarias recolectadas. 


La paz siempre ha sido un objeto de cuestionamiento y reflexión de 
toda la filosofía política. De hecho, el filósofo de Kónigsberg, Immanuel 
Kant, elaboró un tratado al respecto conocido como La paz perpetua, donde 
introdujo una serie de reglas interestatales que, como fruto de su elevación 
a nivel de derecho común de gentes, y bajo el auspicio de una comunidad 
de naciones, garantizarían la paz mundial en un futuro. En este ensayo, 
deconstruimos la noción de paz, superando la definición restringida del 
racionalismo kantiano y mostrando en su lugar las múltiples variaciones 
teóricas del concepto; el cual, se llega a entender bajo el contraste de paz 


negativa y paz positiva. 
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Luego de ello, el ensayo caracteriza el concepto de violencia al tenor 
de sus teorías más generales. La violencia directa, como un fenómeno de 
agresión, dominación y sometimiento explicito o crudo del otro, referenciado 
por actos criminales, contravenciones, infracciones. En contraste, está 
un tipo de violencia más sutil, denominada violencia indirecta y que se 
resuelve en situaciones estructurales de exclusión, pobreza, discriminación, 
marginación, etiquetamiento etc. Este tipo de violencia socava los cimientos 


de la sociedad, y de forma circular, perpetúa los contextos de conflictividad. 


En un tercer subtítulo, se esbozan los principales instrumentos 
normativos de derecho internacional público, en los cuales aparece 
reglamentada la paz de manera implícita o expresa; tales como la declaración 
universal de los derechos humanos de 1948, la convención americana de 
derechos humanos de 1969, la convención internacional de los derechos 


económicos, sociales y culturales y el estatuto de roma. 


Por último, se trata la paz en sus tres atributos: (1) como un derecho 
fundamental de toda persona, entendido en cuanto a la posibilidad de una 
vida libre de violencia, de amenazas, intimidaciones y transgresiones, o en un 
sentido, menos llano y más profundo, como aquel conjunto de condiciones 
materiales que permiten el pleno ejercicio de los derechos, la dignificación del 
ser humano y la prevención de la conflictividad (11) como un deber jurídico- 
constitucional del Estado, que se materializa a través de medidas correctivas, 
uso legítimo de la fuerza pública, o políticas públicas orientadas a la garantía 
de derechos humanos fundamentales y la satisfacción de demandas sociales 


y finalmente, (111) la paz como un fin esencial del estado social de derecho, 
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y una consecuencia axiológica de la dignidad humana, del respeto de otros 
derechos y libertades, y del cumplimiento de una serie de condiciones de 


convivencia. 


115 


Gaceta Judicial - Poder Judicial del Estado 


“El hombre del corbatón” (segundo de derecha a izquierda) asistiendo al interrogatorio de 
una detenida. 


Fotografía: Antonio Casasola. 1925-1930. 
Crédito: Fototeca INAH. https://mediateca.inah.gob.mxlislandora_74lislandoralobject/ 
fotografia 43A95302 
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I. Dimensión filosófica de la paz 


n el texto La paz perpetua, publicado en 1795, el filósofo Immanuel 
Kant desglosa una serie de criterios necesarios para alcanzar una 
paz duradera entre las naciones. Kant comienza estableciendo que el 
estado de guerra es una consecuencia inevitable de la existencia de estados 
soberanos, cuyos intereses se contraponen y repelen unos a otros. Pese a su 
necesidad, la guerra no puede ser catalogada un medio legítimo para resolver 
disputas internacionales, pues sus mecanismos y acciones son causa de 
sufrimiento y destrucción humana. El ditirambo político a la guerra no es un 


canto a la vida, sino una oda inconsciente a la autodestrucción de la especie.' 


En aras de evitar la guerra, Kant propone la idea de una paz perpetua, 


y para ello enuncia tres condiciones principales e innegociables: 


- Establecimiento de una comunidad de naciones y un derecho común 
de gentes. La paz mundial sólo se materializa en la medida que los estados- 
nación existentes convengan en crear una comunidad de naciones regidas 
por las mismas leyes. Esto debe fundarse sobre la base de la inviolabilidad 
de la soberanía y la autonomía de cada uno de los estados nación, con 
independencia de su extensión territorial, su poder económico y su 


composición demográfica.? 


1 Vid. Kant, Immanuel: Sobre la paz perpetua. Recurso digital disponible en https:// 
www.cervantesvirtual.com/obra-visor/la-paz-perpetua--0/html/ consultado el 25 de 
septiembre de 2023 

2 Vid. Santiago Oropeza, Teresa: Kant y su proyecto de una paz perpetua, en Revista 
Digital Universitaria. Vol. 5, Núm. 11. UNAM. 2004. México. ISSN 1067-6079. Recurso 
digital disponible en https://www.revista.unam.mx/vol.5/num11/art77/dic_art77.pdf 
consultado el 25 de septiembre de 2023. 
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- Reconocimiento y garantía de la libertad de los ciudadanos. Según 
Kant, la libertad individual es la base de la paz, por cuanto un ciudadano libre 
tiene más posibilidades de alcanzar sus objetivos, sin necesidad de valerse 
de la guerra y las acciones violentas. Aparte de ello, la libertad constituye 
un presupuesto indispensable del comercio y la cooperación pacífica. En 
ese sentido, los Estados pertenecientes a la comunidad de naciones deben 
dar reconocimiento jurídico a la libertad, además de poner mecanismos de 


protección de la misma a disposición de sus ciudadanos”. 


- Promoción del comercio libre y justo entre los estados. La base de 
los intercambios internacionales debe ser un comercio libre y justo entre los 
Estados, que no obstaculice el progreso, el crecimiento y la prosperidad de 
las naciones. El filósofo de Kónigsberg coincide con Aristóteles, en estimar 
que el comercio internacional refuerza los lazos de unión y fraternidad entre 
naciones, seres humanos de todas las latitudes y gobiernos. Este comercio 
internacional tendrá como base la igualdad de los Estados, el respeto a su 


autonomía y a su soberanía.* 


De otra parte, la concepción de paz negativa, desarrollada por el anglo- 
norteamericano Kenneth Boulding, hace alusión a la ausencia de violencia, de 
medios coercitivos institucionales o paraestatales, pero no específicamente a 


la existencia de paz positiva; entendida esta como la conjunción de relaciones 


3 Vid. Santiago Oropeza, Teresa: Kant y su proyecto de una paz perpetua, en Revista 
Digital Universitaria. Vol. 5, Núm. 11. UNAM. 2004. México. ISSN 1067-6079. Recurso 
digital disponible en https://www.revista.unam.mx/vol.5/num11/art77/dic_art77.pdf 
consultado el 25 de septiembre de 2023. 

4 Vid. Santiago Oropeza, Teresa: Kant y su proyecto de una paz perpetua, en Revista 
Digital Universitaria. Vol. 5, Núm. 11. UNAM. 2004. México. ISSN 1067-6079. Recurso 
digital disponible en https://www.revista.unam.mx/vol.5/num11/art77/dic_art77.pdf 
consultado el 25 de septiembre de 2023. 
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justas, equitativas y armoniosas entre los individuos y los grupos sociales. En 
términos académicos, la paz negativa puede ser definida como la inaplicación 
de mecanismos de violencia directa y explícita entre los estados, o de los 
estados a sus ciudadanos, cuestión que se corresponde con un criterio de 
libertad negativa; es decir, la posibilidad de mantenerse al margen de las 
intervenciones invasivas y ruidosas de la esfera pública en la esfera personal 
e íntima de los individuos. La paz negativa no toma en consideración las 
causas estructurales, sociales y económicas que generan conflictos latentes, 
y que podrían desencadenar una violencia futura. 


Desde el punto de vista del derecho internacional de los derechos 
humanos y del derecho internacional humanitario, la paz negativa es una de 
las aspiraciones fundamentales de la carta de las naciones unidas, que busca 
fomentar la reciprocidad y la cooperación pacífica entre los estados, mediante 
la resolución de conflictos a través de medios institucionales, formales y 
dialógicos. Sin preocuparse lo suficiente por el trasfondo de las hostilidades, 
el discurso de paz negativa insistente en el armisticio y la no proliferación 
de la industria armamentista. No obstante, la paz negativa es una condición 


sine qua non para la realización de la paz positiva, que implica, aparte de 


5 Vid. Calderón Concha, Percy: Teoría de conflictos de Johan Galtung, en 
Revista de Paz y Conflictos. No. 2. Universidad de Granada. 2009 Granada. 
ISSN: 1988-7221. Recurso digital disponible en https://www.redalyc.org/revista. 
oa?id=20508numero=163898tipo=coleccion consultado el 25 de septiembre de 
2023. 
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la enfatización en los mecanismos sinérgicos, una transformación profunda 
y radical de las estructuras sociales, económicas y políticas que generan 


desigualdades y conflictos'. 


Una perspectiva crítica advierte que, en la práctica, la concepción de 
paz negativa puede convertirse en un estado de paz armada, en el que se 
mantiene una apariencia de calma y estabilidad, pero se perpetúan situaciones 
de opresión y desigualdad que hacen de la conflictividad una latencia o 
potencia insuperable. En ese sentido, la búsqueda de la paz negativa no 
debe ser vista como un fin en sí mismo, sino como un paso imprescindible 
hacia la concreción de una paz justa, que aborde las causas estructurales de 
las controversias, y aliente la transmutación social y política en favor de la 


equidad y la justicia. 


En contraste, la paz positiva se refiere a la construcción de una paz 
duradera y sostenible a través de la subversión de las causas sociales, 
políticas y económicas de la violencia y los conflictos humanos. En strictu 
sensu, la paz positiva connota la generación de condiciones exógenas justas 
y equitativas entre los individuos y los grupos sociales, las personas y las 
élites, los individuos y los poderes constituidos, así como el fomento de la 
democracia real, la igualdad material y la justicia social. La paz positiva es 
una visión integral de la paz, que va más allá de la mera ausencia de violencia, 


y prioriza en la consecución del bienestar material y la dignidad humana 


6 Vid. López Becerra, Mario Hernán: Teorías para la paz y perspectivas ambientales 
del desarrollo como diálogos de imperfectos, en Revista Luna Azul. No. 33. 
Universidad de Caldas. 2011. Manizales, Colombia. Recurso digital disponible en 
https://revistasojs.ucaldas.edu.co/index.php/lunazul/article/view/1203 consultado el 
25 de septiembre de 2023 
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de todas las personas. Esto incluye la eliminación de la discriminación, la 
protección efectiva de los derechos humanos, y la adopción de un modelo 


económico de desarrollo sostenible, sustentado en la justicia social”. 


En la perspectiva del derecho internacional, la paz positiva está 
estrechamente vinculada con el concepto de justicia transicional, que pone 
acento en exorcizar las causas profundas de los conflictos, y animar la 
reconciliación y la convivencia entre los individuos y los grupos sociales. 
Esto denota la estructuración de mecanismos para investigar y sancionar los 
crímenes de guerra y los abusos de derechos humanos, así como la reparación 
de las víctimas y el impulso administrativo de políticas públicas encaminadas 
a conjurar fenómenos odiosos como la marginalidad, la pobreza, la exclusión, 


la desigualdad económica y social. 


El triunfo de una paz eminentemente negativa, sin referencias 
tangenciales a una paz positiva, comporta en realidad la instauración 
de un régimen de paz imperfecta, basado en la mera terminación de una 
conflagración armada, pero en la continuidad de una serie de tensiones, 
conflictos y problemas subyacentes que siguen amenazando la estabilidad, la 
seguridad de una región o una comunidad, y el mantenimiento del estado de 
derecho. No sobra recordar que la paz imperfecta se refiere a una situación de 
pacificación, silenciamiento de los fusiles y reclutamiento de las bayonetas, 
y no una consunción de los resortes económicos, políticos y sociales de 


la violencia. Esta concepción se ha aplicado a diversas situaciones en la 


7 Vid. Hernández, Diego Ariel: Nociones de paz: una revisión teórica del 
concepto, en revista Ciudad Paz-Ando. Vol. 12 Núm. 1 enero-junio. Universidad 
distrital Francisco José de Caldas. 2019. Bogotá, Colombia. DOI: https://doi. 
org/10.14483/2422278X.13951 consultado el 25 de septiembre de 2023 
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historia, como la Guerra Fría, donde, aunque no hubo una guerra abierta 
entre los Estados Unidos y la Unión Soviética, sí se mantuvo la pulsión de 


una hecatombe nuclear?. 


8 Vid. Lozano Garza, Narcedalia: De teorías, metodologías y prácticas para la 
paz, en VI Jornadas de jóvenes investigadores. Instituto de Investigaciones Gino 
Germani, Facultad de Ciencias Sociales. Universidad de Buenos Aires. 2011 Buenos 
Aires. Recurso digital disponible en https://www.aacademica.org/000-093/289.pdf 
consultado el 25 de septiembre de 2023 
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TI. Teorías de la violencia 


brazar la paz exige un entendimiento previo de la violencia como 

un fenómeno complejo que se expresa a través de múltiples 

formas, variables, intensidades, fines y causalidades. Por ejemplo, 
la violencia se puede caracterizar en distintas tipologías: violencia directa, 
violencia indirecta, violencia simbólica, violencia estructural y violencia 
cultural. Cada una de estas tiene una misma base de abuso de una posición 
de poder o de ventaja, y sometimiento de personas o grupos poblacionales 
en estado de indefensión. 


El concepto de violencia directa alude a la forma más visible y evidente. 
Esta forma se caracteriza por el uso físico de la fuerza, ya sea mediante la 
amenaza o el accionamiento real de la violencia física contra personas o 
propiedades. Aquí el perpetrador ejerce su poder y control a través del uso 
de la fuerza física, de la sumisión corpórea y fisiológica de sus víctimas. 
Esta forma de violencia puede ser ejercida por un individuo, un grupo o 
una institución, y suele tener como objetivo el control, la dominación o la 
eliminación de otros individuos o grupos. Frente a estos actos, El Estado 
dispone de una respuesta inmediata referida a la activación de los dispositivos 
de censura y castigo del derecho penal, esto con el fin de reestablecer el 
equilibrio del Estado de Derecho. 


Por otro lado, está la violencia indirecta, asociada a formas sutiles de 
violencia que se expresan por medio de estructuras sociales, económicas, 
culturales y políticas; las cuales, ponen en funcionamiento dispositivos, por 
lo regular legitimados, de perpetuación de la desigualdad, la discriminación, 


la opresión de grupos y comunidades, y la normalización de la corrupción. 
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La violencia indirecta es un concepto que se utiliza en la academia para 
referirse a formas de violencia menos evidentes y visibles que la violencia 
directa. Esta forma de violencia se caracteriza por ser más sutil, y a menudo, 
se ejerce a través de estructuras sociales, económicas, culturales y políticas, 
que están en funcionamiento constante para perpetuar la desigualdad, la 
discriminación y la opresión de grupos y comunidades. Así, surge el concepto 
complementario de violencia estructural, una categoría que reseña un sistema 
de funciones y acciones axiomatizadas, cuya teleología está totalmente 
plegada en favorecer la conservación de un statu quo de segregación popular, 
marginalización, dominación, explotación económica y sexual, violación de 
derechos humanos, y desconocimiento de garantías básicas. De hecho, bajo 
el entendimiento del concepto de violencia estructural, se da un proceso de 
resignificación de todos los tipos de violencia, con el fin de integrarlos y 


comprenderlos como efectos de una gran matriz de opresión y explotación”. 


De acuerdo con el enfoque de análisis de los discursos de Van Dijk, la 
violencia estructural se invisibiliza, encubre y legitima, a partir de la locución 
de ciertos discursos deliberadamente diseñados, difundidos y automatizados 
en el seno de la sociedad. Así las cosas, emerge la noción de violencia 
simbólica, la cual alude a un conjunto de símbolos, representaciones y 
discursos, que tienen como objetivo imponer o apelmazar una determinada 
visión del mundo y de las relaciones sociales. Esta forma de violencia se da 
en situaciones en las que hay una relación de desigualdad entre diferentes 


grupos o individuos, y se utiliza para reforzar y justificar dicha desigualdad. 


9 Vid. Jiménez Bautista, Francisco: Conocer para comprender la violencia: orígenes, 
causas y realidad, en Convergencia. Revista de Ciencias Sociales. No. 58. Junio 
2019. Universidad Autónoma del Estado de México. 2019. 
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La violencia simbólica puede manifestarse a través de la cultura, los medios 
de comunicación, la educación y otros ámbitos, en los que se producen 


discursos y representaciones que sedimentan estereotipos y prejuicios”. 


El sociólogo francés Pierre Bourdieu, argumentaba que esta forma 
de violencia es particularmente insidiosa, pues se presenta revestida de 
naturaleza, normalidad y legitimidad, y se acepta sin cuestionamiento por 
parte de quienes la sufren, a veces casi como un ataque invisible, despojado 
de nombre y lugar. 


10 Vid. van Dijk, Teun Adrianus: Análisis crítico del discurso, en Revista Austral de 
Ciencias Sociales. No. 30. Universidad Austral de Chile. 2017. Valdivia, Chile. 
Recurso digital disponible en http://revistas.uach.cl/index.php/racs/article/view/871 
consultado el 25 de septiembre de 2023. 


123 


Gaceta Judicial - Poder Judicial del Estado 


Niña en una vecidad 
Fotografía: Antonio Casasola. 1950-1955. 
Crédito: Fototeca INAH. https://mediateca.inah.gob.mxlislandora_74lislandoralobject/ 
fotografia43A181100 
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III. La paz en los instrumentos de derecho internacional público 


n un contexto de posguerra, la asamblea general de naciones unidas 
promulgó la declaración universal de los derechos humanos en 
1948. Dicha declaración es uno de los documentos jurídicos más 
importantes de la historia de la humanidad, que coloca de manifiesto la 
necesidad de una paz mundial, de establecer unas pautas básicas convenidas 
por todas las naciones, con miras a evitar contextos de violencia generalizada 
y de guerras globales autodestructivas. Con la perspectiva de alcanzar una 
paz perpetua, este instrumento normativo reconoce los derechos humanos 
de todas las personas, sin excepción por razones de raza, orientación sexual, 


género, cultura, origen étnico u otro aspecto. 


La declaración universal de los derechos humanos, en su preámbulo, 
consagra la dignidad como un atributo inherente a todos los seres humanos, 
de la cual se deriva el reconocimiento de los demás derechos fundamentales 
en condiciones de igualdad. Ese marco de garantías se impone como una 
condición sine qua non para conseguir la justicia y la paz en el mundo. El 
derecho a la paz se halla estipulado en el artículo 3 de la declaración, que dice 
“(...) todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de 
su persona (...)”'!. No cabe duda de que la vida, la libertad y la seguridad son 
componentes fundamentales e ínsitos a la paz. El derecho a la paz también 
se enuncia de modo implícito en otros artículos de la declaración, como el 
artículo 28, que establece el derecho a un orden social e internacional en el 


que los derechos y libertades puedan ser plenamente realizados. 


11 Cfr. Organización de Naciones Unidas: Declaración Universal de los Derechos 
Humanos. Recurso digital disponible en https://www.un.org/es/about-us/universal- 
declaration-of-human-rights consultado el 25 de septiembre de 2023 
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La asamblea de las naciones unidas entendió que la tutela del derecho 
a la paz depende del goce efectivo de otros derechos humanos, como el 
derecho a la libertad de expresión, el derecho a la educación, el derecho a un 
trabajo digno y el derecho a una vida sin violencia. La ausencia de paz en una 
sociedad obstaculiza, o incluso, impide el ejercicio de estos derechos; luego, 
no aporta las condiciones necesarias para la convivencia. Por ejemplo, en 
un contexto de guerra o conflicto armado, la población suele verse privada 
de acceso a la educación, el trabajo y la salud, lo que defrauda la promesa 


institucional, jurídica y social de los derechos humanos”. 


Más que una garantía individual, el derecho a la paz tiene una dimensión 
colectiva. En este sentido, la declaración estipula que todas las personas, y 
todos los estados, tienen la responsabilidad de promover la paz, la tolerancia 
y el entendimiento entre los pueblos, por medio del acondicionamiento de 
un ambiente político, social y económico propicio, para una sana interacción 
entre seres humanos. Ante disensiones y disputas bélicas, los estados, en 
cabeza de sus dirigentes, deben privilegiar los medios de resolución pacífica 
de las controversias y desencuentros, y de abstenerse, por ello, de acciones 


militares o de fuerza que hagan un uso desmedido de la violencia. 


En el ámbito del sistema regional del derecho internacional de los 
derechos humanos, la convención americana de derechos humanas de 1969 se 
circunscribe a una concepción de paz más positiva que negativa; pues si bien 
esboza una serie de derechos civiles y políticos, también consagra derechos 


sociales, económicos y culturales. No cabe duda de que el denominado 


12 Vid. Organización de Naciones Unidas: Declaración Universal de los Derechos 
Humanos. Recurso digital disponible en https://www.un.org/es/about-us/universal- 
declaration-of-human-rights consultado el 25 de septiembre de 2023 
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pacto de San José comporta un instrumento jurídico y supraconstitucional 
clave, respecto de la garantía efectiva del derecho a la paz en el continente 


americano. 


El derecho a la paz se refiere a la idea de que todas las personas 
tienen derecho a vivir en un mundo de paz, libre de violencia y conflictos 
armados, con acceso a la justicia y la seguridad, en garantía de sus derechos 
humanos fundamentales y del principio universal de dignidad humana. En la 
convención americana de derechos humanos, el derecho a la paz se desarrolla 
ampliamente, e incluso en el preámbulo, se trazan sus presupuestos materiales 
y formales: el establecimiento de un sistema democrático, el reconocimiento 
jurídico constitucional de los derechos humanos fundamentales, la 
incorporación del principio de dignidad humana y la gestión de una serie de 
condiciones extrínsecas referidas especialmente a la garantía de los derechos 
sociales, económicos y culturales”. 


Pese a no ofrecer una normativización explícita del derecho a la paz, 
la convención sí procura asentar sus cimientos básicos y mínimos en forma 
de mandatos jurídicos. Por ejemplo, el artículo 3, estatuye que “(...) todo 
individuo tiene derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica (...)”, 
y el artículo 29, dispone que “(...) los derechos y libertades reconocidos en 
esta Convención se otorgarán y garantizarán con arreglo a los principios de 


libertad, justicia y paz (...)”"*. 


13 Vid. Corte interamericana de derechos humanos: Convención Americana de Derechos 
Humanos. Recurso digital disponible en https://www.corteidh.or.cr/tablas/17229a.pdf 
consultado el 25 de septiembre de 2023 


14 Cfr. Corte interamericana de derechos humanos: Convención Americana de Derechos 
Humanos. Recurso digital disponible en https://www.corteidh.or.cr/tablas/17229a.pdf 
consultado el 25 de septiembre de 2023 
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El alcance del derecho a la paz en la convención americana de 
derechos humanos es contingente, e integra distintos aspectos vinculados a 
la salvaguarda y profusión de la paz, la prevención diplomática o negociada 
de conflictos armados, la garantía de los derechos humanos en situaciones 
de conflicto armado, y la búsqueda de la justicia y la reconciliación en 
situaciones de posconflicto. En este sentido, la convención americana de 
derechos humanos reconoce la relevancia de tratar las causas subyacentes 
de los conflictos armados, como la discriminación, la exclusión social y la 
pobreza, y dispone medidas para prevenir y resolver las discrepancias de 


manera pacífica. 


La convención americana de derechos humanos fundamenta y 
consolida el derecho a la paz, a través de la consagración normativa de 
una generosa lista de derechos civiles, políticos, sociales, económicos y 
culturales. El artículo 4 enuncia el derecho a la vida y ordena a los estados 
parte a: (1) respetar la vida de toda persona sin excepción (11) adoptar medidas 
de protección a favor de quien vea amenazada su vida (111) proscripción de la 
pena de muerte para delitos políticos y personas menores de edad o mujeres 
en situación de gravidez. El artículo 6 prohíbe la esclavitud, la servidumbre 
y los trabajos forzosos. El artículo 7, proclama el derecho a la libertad 
personal como un derecho humano de carácter fundamental y básico. En ese 
sentido, toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal y 
nadie puede ser privado de su libertad, salvo en los casos y según las formas 
previstas por la ley, los derechos al debido proceso, a un juez natural, y a un 


juicio objetivo e imparcial.'* 


15 Vid. Corte interamericana de derechos humanos: Convención Americana de Derechos 
Humanos. Recurso digital disponible en https://www.corteidh.or.cr/tablas/17229a.pdf 
consultado el 25 de septiembre de 2023 
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Este derecho a la libertad personal es una garantía jurídico- 
constitucional contra la detención arbitraria o ilegal, la tortura y otros tratos 
crueles, inhumanos o degradantes. Asimismo, establece que toda persona 
privada de libertad debe obtener información concreta, inteligible, precisa y 
oportuna acerca de las razones de su detención y de los cargos en su contra, 
y las autoridades están obligadas a ponerla a disposición de una autoridad 


judicial competente, sin demora. 


De acuerdo al artículo 23, los ciudadanos deben disfrutar de los 
siguientes derechos políticos: (1) intervenir y participar en los temas de 
interés general, de manera personal, colectiva, comunitaria, social o por 
vía de sus representantes políticos elegidos popularmente (11) elegir y ser 
elegidos en el marco de un certamen democrático, citado de forma periódica 
y con garantía del sufragio universal e igualitario, siendo el voto secreto (1v) 
aspirar y acceder a empleos públicos en condiciones de igualdad. El artículo 
24 mandata el derecho a la igualdad y exige de la ley y las autoridades un 
mismo trato para todos los ciudadanos, sin distinciones de género, origen 


étnico, raza, religión o política!*. 


En el sentido de una paz positiva, la convención americana de derechos 
humanos, en su artículo 26, reconoce la trascendencia de los derechos 
económicos, sociales y culturales como mandatos constitucionales y legales 
de desarrollo progresivo, esto es, no exigibles de manera automática, pero sí 


sometidos a un proceso continuo de construcción, que transita hacia adelante 


16 Vid. Corte interamericana de derechos humanos: Convención Americana de Derechos 
Humanos. Recurso digital disponible en https://www.corteidh.or.cr/tablas/17229a.pdf 
consultado el 25 de septiembre de 2023 
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sin retroceder. Estos derechos están contemplados en diversos artículos de la 
convención, y se refieren a aquellas facultades que permiten a las personas 


vivir con dignidad y bienestar en sociedad. 


No sobra mencionar que los derechos económicos se refieren a un 
derecho al trabajo en condiciones de dignidad humana, a la propiedad 
privada, al acceso a una vivienda óptima y cualificada, el ingreso vital y uso 
de los medios de producción, así como el derecho a recibir una remuneración 
justa y equitativa, una pensión, cesantías y ahorro. Estas prerrogativas son 
esenciales para el bienestar económico y social de las personas, e imponen 
la obligación a los estados para adoptar medidas administrativas, tendientes 


a reforzar un modelo de estado interventor y prestacional. 


En otro acápite, los derechos sociales indican el derecho a la educación 
en todos sus niveles formativos, a una salud no mercantilizada, a un sistema 
de seguridad social que acoja como único fin reconocer y adjudicar la pensión 
de los trabajadores, a la vivienda y a una alimentación sana. Los derechos 
culturales señalan el derecho de cualquier persona a participar en la vida 
cultural de la comunidad, a la libertad de expresión y de creación artística, 
la preservación y promoción de la cultura, y el patrimonio cultural de la 


comunidad. 


En un enfoque de paz negativa, el estatuto de Roma crea la CPL, un 
organismo judicial de carácter permanente que tiene el objetivo de investigar 
y procesar a individuos por los delitos de genocidio, crímenes de lesa 


humanidad, crímenes de guerra y agresión. Desde su entrada en vigor en 
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2002, el estatuto de Roma ha sido un instrumento normativo crucial en la 
lucha contra la impunidad, el impulso de la justicia y el rechazo colectivo a 


un conjunto de conductas criminales que destruyen la paz mundial'””. 


Asi las cosas, el estatuto de Roma se circunscribe a una visión limitada 
de paz, cuyo sentido está única y exclusivamente enfocado en alcanzar un 
armisticio y castigar a los actores sociales o políticos que, en un contexto de 
violencia, hayan realizado delitos de lesa humanidad, crímenes de guerra, 
ataques contra la población civil y agresión. Bajo los márgenes normativos 
de este tratado, la paz y la seguridad son un asunto que se tramita por medio 
de la persecución policiva y militar, y de la penalización de los responsables 
de la violencia y la guerra, y no a una cuestión que remite de inmediato a 
fenómenos sociales y problemas estructurales de pobreza, miseria, exclusión 
y discriminación!'*, 

Ahora bien, no conviene negar la prominencia de la CPI en cuanto 
supone la instalación de un tribunal de jurisdicción universal, con unas 
competencias claras frente a la investigación y persecución de delitos de lesa 
humanidad, crímenes de guerra, ataques contra la población civil y agresión; 
conductas que manchan la conciencia moral de la humanidad y merecen un 
repudio general. No se desconoce que un organismo supranacional tiene la 
capacidad y la fuerza institucional de no caer en la urdimbre de impunidad de 


los estados, y de hacer justicia en escenarios espacio-temporales donde los 


17 Vid. Organización de las naciones unidas: Estatuto de Roma de la Corte Penal 
Internacional. Recurso digital disponible en https://www.un.org/spanish/law/icc/ 
statute/spanish/rome_statute(s).pdf consultado el 25 de septiembre de 2023 

18 Vid. Organización de las naciones unidas: Estatuto de Roma de la Corte Penal 
Internacional. Recurso digital disponible en https://www.un.org/spanish/law/icc/ 
statute/spanish/rome_statute(s).pdf consultado el 25 de septiembre de 2023 
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responsables de la guerra y la violencia parecen intocables. La CPI se rige 
por los principios de independencia, imparcialidad, legalidad, transparencia 
y respeto de los derechos humanos. Además, la corte trabaja en colaboración 
con otros actores internacionales, como la ONU, la sociedad civil y las 


víctimas, para lograr sus objetivos, y garantizar la justicia y la paz mundial. 


El PIDESC es un tratado de derechos humanos adoptado por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas en 1966, que nutre de un sentido 
renovador el proceso de construcción de la paz mundial y la paz nacional. 
En principio, el PIDESC reconoce una amplia gama de derechos sociales, 
económicos y culturales; destacándose, entre estos, el derecho al trabajo, 
la protección social, la educación, la salud, la vivienda, la alimentación y 
la cultura. De acuerdo con la escuela de Fráncfort, en especial los trabajos 
académicos de Herbert Marcuse y Max Horkheimer, estos derechos, ricos en 
contenidos y referencias materiales, sí conducen a la materialización de una 


vida digna y a una exploración plena de las potencialidades humanas””. 


El PIDESC no constituye una fórmula apenas declaratoria, o una simple 
izada a la bandera de los derechos humanos, sino que impone a los estados 
parte la obligación jurídico-política de reconocer y amparar los denominados 
derechos de segunda generación, poniendo a disposición de los ciudadanos 


herramientas administrativas y judiciales, referidas a mecanismos, medios, 


19 Vid. Durán Migliardi, Mario: Sociedad y Derecho: la influencia de la escuela 
de Frankfurt y su teoría crítica en el origen del pensamiento de Habermas, en 
revista Universum. Vol. 33. No. 1. Julio 2018. Universidad de Talca. 2018. Talca, 
Chile. Recurso digital disponible en https://www.scielo.cl/scielo.php?script=sci_ 
arttext8pid=S0718-23762018000100084 consultado el 25 de septiembre de 2023 
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políticas públicas y programas de acceso abierto e igualitario a servicios 
públicos básicos, sin distinciones de género, raza, origen étnico, religión u 


otra condición social”. 


En el ámbito laboral, el PIDESC precisa que todas las personas 
tienen derecho al trabajo en condiciones justas y favorables, a la protección 
administrativa contra el desempleo, a la libertad sindical, y a la negociación 
colectiva en los términos estipulados por una ley previamente consensuada. 
Además, esta convención consagra medidas para proteger a los trabajadores 
migrantes y a las mujeres en el trabajo, dada la situación especial de 


vulnerabilidad manifiesta de estos grupos poblacionales. 


En el ámbito de la educación, el PIDESC dispone el derecho de todas 
las personas a una educación primaria gratuita y obligatoria, así como el 
derecho a una educación secundaria y superior accesible a todos. Aparte de 
ello, el documento normativo aconseja la adopción de medidas que propicien 
la igualdad de oportunidades en la educación, y la tuición del derecho de los 


padres a elegir la educación de sus hijos?'. 


En cuanto a la salud, el PIDESC suscribe el derecho de todas las 
personas a gozar del más alto nivel posible en atención médica y acceso a 


servicios de salud de calidad, que sean asequibles para todas las personas, 


20 Vid. Organización de las Naciones Unidas: Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales. Recurso digital disponible en https://www.ohchr. 
org/es/instruments-mechanisms/instruments/international-covenant-economic- 
social-and-cultural-rights consultado el 25 de septiembre de 2023 


21 Vid. Organización de las Naciones Unidas: Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales. Recurso digital disponible en https://www.ohchr. 
org/es/instruments-mechanisms/instruments/international-covenant-economic- 
social-and-cultural-rights consultado el 25 de septiembre de 2023 
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incluyendo a aquellas con discapacidad. En lo referente a la vivienda, el 
PIDESC estatuye el derecho de todas las personas a vivir en condiciones 
óptimas, salubres y de ambientes sanos, así como la adquisición de vivienda 
digna, financiada y subsidiada por el Estado. Bajo esa perspectiva, el pacto 
recomienda ofrecer mecanismos de protección contra el desalojo forzado y 
la garantía de la seguridad de la tenencia. En el ámbito de la seguridad social, 
el PIDESC ordena el derecho de todas las personas a la seguridad social 
dentro de un sistema sostenible y humano, que garantice el servicio en la 
vejez, la incapacidad y el desempleo. Por último, en el renglón de la cultura, 
el PIDESC supone el derecho de todas las personas a participar en la vida 
cultural de la comunidad, así como el aprovechar los beneficios formativos 


de la ciencia y la cultura. 
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IV. La paz como derecho, deber y finalidad del estado social de derecho 


| margen o a la sombra de los tratados internacionales y acuerdos de 
no agresión o cese de los conflictos y hostilidades armados, la paz 
debe ser elevada a rango de un derecho humano fundamental de los 
individuos y colectividades. Todas las personas, comunidades, sociedades y 
naciones tienen derecho a vivir en un mundo libre de violencia y conflictos 
armados, en el que se respeten sus derechos, y se promueva el diálogo y la 
cooperación como únicos mecanismos legítimos de resolución de pleitos y 


controversias. 


La teoría de la paz, como derecho humano fundamental, se inspira 
en los principios fundamentales del derecho internacional, en virtud de los 
cuales, todas las personas tienen derecho a la vida, la libertad y la seguridad, 
así como a la igualdad ante la ley y la protección contra la discriminación 
y la violencia, a recibir por parte de las autoridades y otros, un trato digno, 
conforme a sus derechos y libertades. La paz es un bien jurídico inalienable e 
indivisible, que debe ser protegido por los gobiernos y la sociedad en general. 
En un nivel similar a la vida, la paz es presupuesto determinante y decisivo en 
la formación de una sociedad justa y el respeto de otros derechos y libertades. 
Esto implica que las personas tienen derecho a vivir en un entorno seguro y 
pacífico, en el que nadie esté sometido a la amenaza de la violencia, y donde 


cualquier desencuentro sea tramitado por vía de mecanismos dialógicos”. 


22 Vid. Escobar M, Lina M.; Cárdenas-Poveda, Margarita; Benítez R., Vicente F.; 
y Mantilla-Blanco, Sebastián: El Derecho a la paz ¿una norma programática, con 
tendencia a lo normativo o a lo semántico?, en revista Vniversitas. Vol. 60. No. 123. 
Pontificia Universidad Javeriana. 2011. Bogotá. Recurso digital disponible en https:// 
revistas .javeriana.edu.co/index.php/MVnijuri/article/view/14314 consultado el 25 de 
septiembre de 2023. 
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Además, esta teoría sostiene que la paz no es solo la inexistencia de 
violencia explicita, sino que también infiere el anonadamiento definitivo de 
violencia estructural, así como de formas moduladas de violencia, como 
la discriminación y la exclusión social. Por lo tanto, la construcción de la 
paz implica la instauración de un régimen constitucional de justicia social 
e igualdad material, así como la eliminación de las causas subyacentes de 
las convulsiones sociales. En este sentido, la teoría de la paz como derecho 
de las personas también destaca la importancia del diálogo y la cooperación 
como medios para la resolución pacífica de conflictos. La negociación, la 
mediación, y la resolución de conflictos son herramientas esenciales para 


promover la paz y el respeto de los derechos humanos”. 


La teoría de la paz como un deber jurídico y constitucional de los 
estados, de las sociedades y de las personas, desplaza la categoría política de 
pazcomo aspiración política y legítima, hacia la categoría tusfilosófica de paz 
como una obligación tutelada, exigible y subjetiva. No cabe duda de que la 
paz, aparte de ser un derecho fundamental, es un bien colectivo, que requiere 
de una acción conjunta y coordinada de los Estados y la sociedad en general. 
Tal como el estado moderno registra una evolución orgánica y funcional, 
que empieza con el modelo policivo, y adviene al modelo prestacional o de 
bienestar, la respuesta institucional ante el rompimiento del equilibrio social 
e instalación de un ambiente de violencia es tan variada, como probados 
sus métodos de fuerza legítima o acción administrativa de neutralización y 
abatimiento causal del problema. El uso racional y proporcional de la fuerza 


pública será siempre una necesidad emergente utilizada para contrarrestar 


23 Vid in extenso Arango Durling, Virginia: Paz Social y Cultura de Paz. Panamá Viejo. 
2007. Panamá. 
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ciertos actos en lo inmediato; no obstante, la paliación definitoria de la 
violencia dependerá en absoluto del poder que tengan ciertas medidas frente 


a la superación de sus causas estructurales”. 


A nivel discursivo, las autoridades gubernamentales están llamadas a 
usar un lenguaje que invite e instigue a la cooperación social, resolución 
pacífica de conflictos, implantación de cultura de paz, respeto incondicional 
y prioritario de los derechos humanos, tolerancia, fortalecimientos de lazos 
de solidaridad, mecanismos permanentes de dialogo oficial y extraoficial, 
rechazo a cualquier forma de violencia y veto a las distintas modalidades de 


discriminación negativa. 


La paz se resignifica como fin esencial del estado social de derecho. 
Esta idea nace en la escuela de Fráncfort, que entiende la paz como una 
consecuencia inexorable del afianzamiento de condiciones sociales y 
económicas de inclusión, satisfacción de demandas públicas, garantía de 
derechos humanos fundamentales, respeto del estado de derecho y del orden 
jurídico, consolidación del estado de bienestar y prestación de servicios 
públicos básicos a la comunidad. La visión materialista de las relaciones 


sociales, lejos de arruinar las conquistas teoréticas del liberalismo y la 


24 Vid. Moreno Millán, Franklin: El concepto de paz en la constitución política de 1991: 
Reconstrucción dialéctica de su significado a partir de la jurisprudencia de la corte 
constitucional, en Revista de Derecho. Vol. 21. No.2. Universidad Católica del Norte. 
2014. Coquimbo, Chile. Recurso digital disponible en https://revistaderecho.ucn.cl/ 
index.php/revista-derecho/article/view/1915 consultado el 25 de septiembre de 2023. 
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ilustración, complementa sus perspectivas prácticas, al posibilitar el goce 
y disposición de las libertades humanas dentro de un medio concreto y 


adecuado”. 


Los defensores de la teoría crítica argumentan que la desigualdad 
social y la exclusión son una fuente de conflictos y violencia, y que sólo una 
sociedad justa y equitativa puede garantizar la paz y la armonía social. Por 
su parte, Víctor Frankl, psiquiatra y filósofo austríaco, sostiene que el ser 
humano tiene una necesidad intrínseca de encontrar sentido y propósito en la 
vida esto bajo condiciones sociales de adaptabilidad, y que la imposibilidad 
de hallar un sentido conduce a la desesperación y a la violencia. Para Frankl, 
la paz no es un estado de inexistencia de conflictos, sino una condición de 


realización personal y social”, 


Erich Fromm, psicoanalista y filósofo alemán, destaca la importancia 
de la libertad y la autenticidad en la inoculación real de una cultura de paz 
favorable, en lo social, a políticas de justicia material y legitimación del amor 
como un sentido vivencial. Para Fromm, la sociedad moderna ha creado 
una cultura del consumo y la competencia, que promueve la alienación y 


la violencia, la pulsión por la tendencia mundana del tener, y no del ser. 


25 Vid. Ramírez Malaver, John Henry: Cátedra de la paz desde la teoría crítica: una 
alternativa para enseñar derechos humanos y paz, en Experiencias Humanitarias. 
Enero-Diciembre 2017. No. 20. Universidad de los Andes. 2017. Mérida, Venezuela. 
Recurso digital disponible en http://epublica.saber.ula.ve/index.php/heuristica/article/ 
view/15005/21921926098 consultado el 25 de septiembre de 2023. 


26 Vid. Ramírez Malaver, John Henry: Cátedra de la paz desde la teoría crítica: una 
alternativa para enseñar derechos humanos y paz, en Experiencias Humanitarias. 
Enero-Diciembre 2017. No. 20. Universidad de los Andes. 2017. Mérida, Venezuela. 
Recurso digital disponible en http://epublica.saber.ula.ve/index.php/heuristica/article/ 
view/15005/21921926098 consultado el 25 de septiembre de 2023. 
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Finalmente, Walter Benjamin, filósofo y crítico literario alemán, sostiene 
que la violencia y la opresión son el resultado de la falta de reconocimiento 
y valoración de la vida humana. Para Benjamin, la paz no sólo requiere 
la abolición de conflictos violentos, sino también el reconocimiento de la 


dignidad humana y el valor de cada ser humano. 
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Gaceta Judicial - Poder Judicial del Estado 


Juzgado popular de la cárcel de Belén 
Fotografía: Antonio Casasola. ca. 1930. 
Crédito: Fototeca INAH. hhttps://mediateca.inah.gob.mx/islandora_74lislandoralobject! 
fotografia43A105900 
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Conclusiones 


n conclusión, los conceptos de paz negativa, paz positiva y paz 

incompleta son herramientas útiles para comprender las múltiples 

dimensiones de la paz, y los tremendos desafíos que enfrenta su 
construcción en la sociedad contemporánea. La paz negativa se refiere a 
la ausencia de violencia y conflictividad, pero en términos prácticos, no 
necesariamente implica una transformación profunda de las estructuras 
sociales y políticas que reproducen tensiones y desigualdades. Por su 
parte, la paz positiva va más allá de la mera ausencia de violencia, y busca 
establecer una sociedad justa y equitativa, en la que se garantice el respeto 
a los derechos humanos y se fomente la cooperación y el diálogo entre los 


diversos grupos sociales. 


En un sentido equidistante, la noción de paz incompleta reconoce 
que la paz es un proceso continuo y dinámico, que debe hundirse en las 
raíces más profundas de los conflictos y las desigualdades. Esta perspectiva 
subraya la importancia de la participación consciente de las personas y 
las comunidades en la construcción de la paz, así como de la necesidad de 
superar las causas estructurales de la violencia y la exclusión social. No 
cabe duda la relevancia que tiene reconocer la deconstrucción histórica 
del concepto de paz, inicialmente reducido a una situación de inexistencia 
de violencia explícita o guerra, de silenciamiento de la expresión belicosa 
de inconformidades, y luego asociado, con mayor acierto y honestidad 
intelectual, a un asunto de gran contingencia, como una serie de condiciones 
específicas y trascendentales que, en comunión, dan un resultado auténtico 
de paz verdadera, sostenible y durable. 
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En el contexto normativo internacional, la pugna entre esas 
concepciones de paz se registra en los instrumentos jurídicos del derecho 
internacional público; los cuales, a nivel de estado, se toman en su estatus de 
normas supranacionales de valor constitucional superlativo. Lo que a fines 
del siglo XVIII y principios del siglo XIX se mostraba subversivo, ya a finales 
del siglo XIX y durante todo el siglo XX, y hoy aún en pleno siglo XXI, 
parece bastante retardatario, tímido y conservador. Las tesis del filósofo de 
Kónigsberg, introdujeron una serie de pautas y criterios, muy valiosos en ese 
entonces, orientados a poner fin a cualquier conflagración o disensión bélica. 
Esa concepción de paz negativa cobra vigencia relativa en nuestros tiempos, 
enfrentándose a un paradigma de paz complejo y problemático, que sugiere 
la adopción de medidas que desbordan el cauce de los acuerdos y tratados 
de armisticios. Así las cosas, la paz negativa se expresa en textos normativos 
como la declaración universal de los derechos humanos, que enuncia de 
manera generosa un listado de libertades civiles y políticas, hace un llamado 
a la conciliación y a los medios de diálogo, pero consagra estrategias 
concretas y efectivas de consecución de una paz real. Ello se acentúa en el 
estatuto de Roma de 1998, el cual apenas es una formula jurídico-penal, que 
como cualquier prescripción punitiva, no llega a remover las causas de la 
conflictividad social. De una forma un tanto sutil, la convención americana 
de derechos humanos consagra la posibilidad normativa de reconocimiento 
de los denominados derechos sociales, económicos y culturales, cuya 
manifestación fáctica acerca más a las comunidades a una utopía de paz. 
No obstante la ONU, en su convención internacional de derechos sociales, 
económicos y culturales, sí logra hacer una consagración generosa de 


mandatos jurídico-políticos, que de ser integrados a los ordenamientos 
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jurídicos nacionales y aplicados en sus realidades, podrían generar una suerte 
de tendencia progresiva de terminación definitiva de los conflictos armados, 


e inaugurar una era de paz mundial. 


De otra parte, la violencia estructural es un fenómeno complejo que 
se manifiesta de diversas formas, incluyendo la exclusión, la marginalidad 
y la pobreza. Estas formas de violencia se relacionan con la distribución 
desigual de recursos y oportunidades en una sociedad determinada, y están 
enraizadas en las estructuras sociales, políticas y económicas que sustentan 
el sistema en su totalidad. Las referencias discursivas y simbólicas son parte 
fundamental de la legitimación de la violencia estructural. En muchos casos, 
se recurre a justificaciones ideológicas y culturales para explicar y naturalizar 
la desigualdad y la exclusión, reforzando así el status quo, y perpetuando las 


condiciones que generan la violencia. 


Para combatir la violencia estructural, es necesario reconocer su 
naturaleza compleja y multifacética, y tratar minuciosamente las causas 
profundas que la generan. Esto implica, entre otras cosas, promover 
una distribución más justa de los recursos y oportunidades, fomentar la 
participación y el empoderamiento de las comunidades más vulnerables, y 
construir un discurso y una cultura de paz que promueva la inclusión, el diálogo 
y el respeto a los derechos humanos. En resumen, la violencia estructural es 
un fenómeno que requiere una respuesta integral y comprometida por parte 
de la sociedad en su conjunto. Solo a través de una transformación profunda 
de las estructuras y prácticas que generan desigualdad y exclusión, se podrá 


consolidar un proyecto sólido de paz social. 
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A modo de colofón, la paz es un derecho humano fundamental que 
debe ser protegido y promovido por los Estados y la sociedad. La existencia 
de un ambiente de paz determina el ejercicio pleno de los derechos humanos, 
lo que es una condición sine qua non. El deber de tutelar el derecho a la 
paz, exige del Estado y la sociedad la adopción de medidas concretas para 
subsanar las causas reales de los conflictos y la violencia, y fomentar, desde 
allí, la inclusión, el diálogo y el respeto a los derechos humanos. Esto sugiere 
el fortalecimiento progresivo de las instituciones democráticas, la promoción 
de la justicia social, la atención a las necesidades básicas de la población y la 


construcción de una cultura de paz. 


En el contexto del Estado Social de Derecho, la paz se convierte en 
un fin esencial, que se alcanza a través de la protección efectiva de los 
derechos humanos, las libertades civiles y políticas y la materialidad de una 
organización social, fundada sobre la base de la justicia y la equidad. La paz 
como fin del estado social de derecho, requiere la búsqueda incesante de una 
sociedad más justa, ecuánime y solidaria, en la que todas las personas tengan 


acceso a los recursos y oportunidades necesarios para su desarrollo integral. 
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Juzgado popular de la cárcel de Belén 
Fotografía: Antonio Casasola. ca. 1930. 
Crédito: Fototeca INAH. https://mediateca.inah.gob.mxlislandora_74lislandoralobject/ 
fotografia43A105883 
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“El hombre del corbatón” interroga a una detenida. 
Fotografía: Antonio Casasola. 1925-1930. 
Crédito: Fototeca INAH. https://mediateca.inah.gob.mxlislandora_74lislandoralobject/ 
fotografia/43A95250 


152 


Año 5 | No. 4 | Octubre-Diciembre 2023 


El olvido 
Una opinión sobre este ladrón de la historia 


Juez Dr. Jur. Gilberto Martiñón Cano' 


a memoria es una cualidad humana que permite evocar el pasado, 

pero la neutraliza el olvido que, por un lado, sirve para superar el 

dolor de lo malo y por otro, tiene una fase oscura, diluir el recuerdo 
de algunos hechos importantes del ayer. 


Hay trascendentes eventos históricos que definitivamente no deben 
olvidarse, pues son el origen de lo que existe y su desvanecimiento en el 
tiempo llanamente implica una negligencia social que deja incompleta 


cualquier explicación del hoy. 


No existe la generación espontánea. Todo tiene un origen, una causa. 
Como lo tienen los tribunales que deciden el derecho buscando la justicia, 


pieza clave para el funcionamiento de la sociedad. 


El buen funcionamiento del poder judicial, en buena medida depende 
del diseño legal e institucional que es producto de su historia y concretamente 
en Guanajuato, México data desde el 28 de junio de 1824. 


Precisamente, dos años y nueve meses después del nacimiento de 
México independiente, el congreso constituyente del estado de Guanajuato 
fundó el supremo tribunal de justicia.? 


1 Doctor en derecho por la Universidad de Granada — España. Titular de investigaciones 
jurídicas del poder judicial de Guanajuato — México. 


2 Considerando que el acta constitutiva de la federación mexicana fue promulgada el 
31 de enero de 1824. Cfr. Diputados del congreso constituyente: acta constitutiva de 
la federación mexicana. Imprenta del supremo gobierno en palacio. En http://www. 
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Se procedía de un sistema monárquico y, al devenir la independencia, 
no había tribunales formalmente establecidos por el Estado por lo que reinaba 


el absoluto caos. 


En ese ambiente convulso se tuvo que asumir una postura entre la 
monarquía y la república; luego entre centralistas y federalistas. Seguir 
como estaba antes o cambiar a un nuevo sistema jurídico. Se provenía de una 
tradición, usos y costumbres de 3 siglos de monarquía de los reyes de Castilla 
por cuyo centralismo jurídico? se imponían las decisiones y juzgaban con un 
sistema predominantemente inquisitivo.* A la par, en el mundo, estaba en 
boga un sistema liberal inspirado en la revolución francesa que, entre sus 
ideologías, estaba el federalismo que delega, da libertad, a diversos órganos 


del estado para la toma de determinaciones.* 


ordenjuridico.gob.mx/Constitucion/1824A.pdf. Consultado el 24 de mayo de 2022. 


3 No se particulariza la diferenciación entre republica central y monarquía. Al final 
de cuentas el centralismo, caracteriza la república central, en la que la toma de 
decisiones de gobierno en un único lugar. Mientras la monarquía es una forma de 
gobierno ejercido por una sola persona. De tal suerte, para efectos prácticos de 
este texto al hablar de monarquía se hace alusión a la toma de determinaciones de 
gobierno de manera concentrada por un grupo o por una persona. Cfr. Universidad 
autónoma de México: Historia de México 1. Portal Académico del CCH, UNAM. 2022. 
https://portalacademico.cch.unam.mx/alumno/historiademexico1. Consultado el 25 
de mayo de 2022. 


4 Recuérdese que Agustín de Iturbide implementó una monarquía hasta 1823. Cfr. 
Instituto de investigaciones legislativas del senado de la república: El federalismo 
mexicano (Elementos para su estudio y análisis). Editado por la LVI legislatura del 
senado de la república. Tercera edición. México 1998; p. 30. 

5 “(...) El federalismo es una reacción contra una evolución observada: la proliferación 
casi ilimitada del Estado central, la aspiración a una paz orgánica, que no sea ni el 
reino tiránico de un imperio, ni el equilibrio inestable de fuerzas rivales (...)”. Beaud, 
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Antes de adoptar un sistema jurídico; en el inter de la independencia 
y México emancipado, existieron tribunales de facto que no representaban 
a la Nueva España pues el rey Fernando VII era prisionero de los franceses. 
Tampoco actuaban en nombre de Francia ya que expresamente se había 


desconocido a las autoridades emanadas del rey español." 


En esa época los juzgados hicieron y aplicaron lo que se les antojó sin 
estar investidos de formal jurisdicción. Lo que llamaron juicios y sentencias 
muchas veces fueron francas ejecuciones o ejercicio del poder del más fuerte 


con una pantomima de legalidad o legitimidad.” 


Adicionalmente la jungla geopolítica colocó al país en un entorno 
atractivo para lobos que cazaban la oportunidad de invadir a la débil nación 
que hacía esfuerzos para levantarse, sostenerse en pie y defenderse o al 


menos huir. 


Olivier: Federalismo y federación en Francia: ¿historia de un concepto impensable? 
Traducción de Javier Alcoriza. En Res Publica. Revista de historia de las ideas 
políticas. No. 3. Madrid España. 1999; p. 63. 


6 Acorde al decreto de fecha 4 de diciembre 1808 expedido por Napoleón Bonaparte 
en Chamartin de la Rosa dada la invasión francesa a España. Cfr. Comité 
conmemorativo del CCL aniversario de Don Miguel Hidalgo y Costilla. 1753-2003. 
Cámara de diputados LVIII legislatura. México, D.F. . 2003; p. Il. 


7 Por mencionar un ejemplo, un tribunal eclesiástico — militar procesó, juzgó, sentenció, 
fusiló y decapitó a Ignacio Allende el 26 de junio de 1811. Vid. in extenso Comité 
conmemorativo del..., passim. 
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Por lo que existía la urgencia de construir un nuevo sistema de gobierno. 
Primero se pronunció el acta constitutiva de la federación mexicana.* 
Luego, el constituyente federal dio el nombre de Estado Libre y Soberano 
de Guanajuato. Enseguida se designó al congreso local, conformado por 3 
diputados: Francisco Aniceto Palacios, Mariano Leal y Araujo y José Tiburcio 
Incapie, quienes emitieron el decreto número 10 que creó el supremo tribunal 


de justicia.” 


8 En una monarquía es explicable que se desconfié de los jueces ya que históricamente, 
fundamentalmente en Europa, tuvieron el carácter de servidor - empleado del Estado 
absolutista. Vid. in extenso Lomelí Garduño, Antonio: Sesión del 25 de marzo de 
1824 Instalación del congreso. En actas del congreso constituyente del Estado libre 
de Guanajuato. Imprenta Madero. México 1974; pp.13 y 14. 

9 Vid. in extenso Martiñón Cano, Gilberto: Decreto No. 10 que crea el supremo tribunal 
de justicia de Guanajuato. Para evitar ladrones de la memoria. En gaceta judicial. 
Edición especial. Año l, No. Especial. Guanajuato — México. Junio 2019; pp. 11 y ss. 
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Se le asignó el nombre de supremo'” tribunal de justicia y no tribunal 


superior'! de justicia y se nombraron ministros, no magistrados dadas las 


conceptualizaciones ideales de una república liberal en que los estados son 


verdaderamente soberanos e independientes!” y no súbditos de un monarca o 


de un poder hegemónico central.'* 


10 


11 


12 


13 


La palabra supremo, acorde a la real academia de la lengua española, en su segunda 
acepción lo define como: Que no tiene superior en su línea. Mientras en la cuarta 
acepción lo designa como tribunal supremo. Real academia de la lengua: Supremo. 
En diccionario de la real academia de la lengua española. En https://dle.rae.es/ 
supremo. Consultado el 31 de mayo del 2022. 


Mientras la palabra superior en las 7 acepciones que le proporciona la real academia 
de la lengua española genéricamente indica la calidad de estar en un lugar alto, pero 
no lo equipara a supremo que se ubica como preeminente. Real academia de la 
lengua: Superior. En diccionario de la real academia de la lengua española. https:// 
dle.rae.es/superior?m=form. Consultado el 31 de mayo del 2022. 


El correcto funcionamiento del poder judicial se debe a la independencia de los jueces. 
“(...)¡El funcionamiento del Poder judicial es todo un milagro (...)porque funciona a 
pesar de que el Ejecutivo tiene injerencia en la selección de los jueces (...Jaunque el 
equipamiento técnico es lamentable (...) aunque la organización y el funcionamiento 
de los tribunales están en manos de la administración (Poder Ejecutivo) y no de 
los jueces (....) Y funciona (...) porque la independencia judicial (...) hace libres, 
soberanos y orgullosos a los jueces (...)”. Lósing, Norbert: Independencia y función 
del Poder Judicial en el Estado democrático de derecho. En Anuario de derecho 
constitucional latinoamericano. Año XVII. Montevideo Uruguay. 2011; pp. 422 y 423. 


Recuérdese que por dicha desconfianza para independizar al juez del monarca, 
según el ideal de Montesquieu, no debía interpretar la ley sino limitarse a proceso de 
subsunción de la ley con el hecho—“la bouche qui prononce les paroles de la loi”— y 
el Poder Judicial así “en quelque facon nulle”. Cfr. Lósing, Norbert: Independencia y 
función... , p. 417. 
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Pues bien, el documento de creación del supremo tribunal de justicia 
contiene 14 apartados que incluyen aspectos procesales, orgánicos y 
operativos resultando ser el tatarabuelo de la codificación procesal y ley 
orgánica actual. 


Procesalmente consideró la competencia y las formalidades. Mientras 
en el tema orgánico se ocupó de determinar los cargos de los servidores 


públicos. Y en el aspecto operativo abordó su funcionamiento. 


La competencia se determinó por territorio, materia y grado. La 
primera abarcó toda la entonces llamada provincia de Guanajuato y previno 
que, en caso de polémica geográfica, el congreso determinaría quien debería 
conocer del proceso. Mientras, la competencia por materia abarcó 3 ramas: 


civil, criminal y de hacienda. 
La iniciante normatividad determinó los siguientes actos:!* 
1.- Apelación en segunda instancia de resoluciones de los juzgados. 
2.- Apelación en tercera instancia de resoluciones de otra sala. 
3.- Recursos. 
4.- Nulidad de sentencias ejecutoriada de juez de primera instancia. 


5.- Nulidad de sentencias ejecutoriada de ministro de segunda instancia. 


14 Son 7 del cumulo de actos procesales que se reconocen en la actualidad y fueron 
suficientes para el inicio un procedimiento jurisdiccional en Guanajuato - México. Cfr. 
Real academia de la letra: Diccionario panhispánico. En acto procesal. Diccionario 
panhispánico del español jurídico En  https://dpej.rae.es/lema/acto-procesal. 
Consultada el 24 de mayo de 2022. 
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6.- Primera instancia de causas civiles y criminales seguidas contra los 
ayuntamientos donde se ampliaban las facultades ordinarias de jueces 


con el derecho a pedir informes justificados y boletas efecto vivende.'* 
7.- Visitas carcelarias. 


Para la validez de esos actos, se debería cumplir con dos formalidades 
en el registro de actuaciones, que constara por escrito y sellado con un 


marbete aprobado por el congreso. 


Orgánicamente el supremo tribunal de justicia contó con dos salas 
colegiadas formadas por 3 ministros nombrados por el gobernador del Estado 
entre personas mayores de 30 años, todos dirigidos por el ministro regente, 


acorde al siguiente organigrama:!'* 


Para el eficaz funcionamiento se dispuso la organización del trabajo y 


los sueldos de los servidores públicos. 


El orden de los asuntos sería acorde a la presentación de las promociones 
salvo las del fiscal decano (el de mayor antigijedad) que debían ser atendidas 
de inmediato. Mientras el sueldo anual pactado para los servidores públicos 
fue: 


$3,500.00 $2,500 $600.00 $500.00 $300.00 


15 Es una locución latina que significa una solicitud de un expediente administrativo 
o judicial dirigida al juez de origen como prueba. Cfr. Real academia de la lengua 
española: ad effectum videndi. Diccionario panhispánico del español jurídico. En 
https: //dpej.rae.es/lema/ad-effectum-videndi. Consultado el 25 de mayo de 2022. 


16 En el decreto numero 10 no se utiliza el organigrama, solo se mencionan los cargos. 
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Hoy se conserva el nombre de supremo tribunal de justicia. Continua 
algo de la competencia territorial, las materias siguen siendo penal como 
civil, recientemente se agregó laboral y el rubro de hacienda pasó a ser de la 


federación. 


El nombre de supremo tribunal de justicia, por sus orígenes, es un 
símbolo de independencia no solo de otros poderes del estado sino además 
de cualquier sistema autócrata lidereado por un rey o un jefe que utilice 


cualquier nombre. '” 


Han trascurrido muchos años, muchos cambios, varias constituciones 
locales'* y normatividades internas del poder judicial. Su recinto ha 
cambiado en 3 ocasiones. Primero estuvo en la vieja casa del consistorio o 
del ayuntamiento local, luego en el hoy llamado palacio de los poderes y a la 


fecha en el conjunto administrativo Pozuelos. 


17 Dicho sea de paso, una realidad universalmente reconocida, es que el sistema 
republicano, reconoce la separación de poderes, un poder judicial y jueces 
independientes. Cfr. Lósing, Norbert: Independencia y función... , p. 415. 


18 Las constituciones de Guanajuato de la independencia a la fecha han sido: 1826, 
1861 y 1917. 
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La organización debutante del supremo tribunal de justicia fue un 


buen inicio para asegurar jueces robustamente independientes y presupuesto 


histórico,'” actual” y futuro para su adecuado desarrollo. 


Perder la brújula, olvidar los primeros esfuerzos recrea un ambiente 


propicio para los lobos, dígase delincuentes, autócratas, países que 


aprovechan la oportunidad, etc, etc,. 


19 


20 


La independencia judicial frente a todo tipo de poder es la piedra final en el edificio 
de Estado democrático constitucional de derecho. Vid. in extenso Loewenstein, Karl: 
Teoría de la Constitución. Ariel editores. Barcelona España.1986; passim. 


Ejemplos recientes de la necesidad de cuidar y fortalecer la independencia judicial 
son las resoluciones del tribunal europeo de derechos humanos. 


En una de ellas multo, con un millón de euros al estado polaco, porque en aras de 
imponer disciplina se vulnero la independencia judicial. Vid. in extenso Abril, Guillermo: 
La justicia europea multa a Polonia con un millón de euros al día por vulnerar la 
independencia judicial. El Tribunal de Justicia de la UE reclama a Varsovia que 
suspenda la sala disciplinaria de su Supremo por posibles “perjuicios irreparables”. 
Es la sanción diaria más alta impuesta por el órgano judicial. En el periódico el país. 
https://elpais.com/internacional/2021-10-27/la-justicia-europea-multa-a-polonia-con- 
un-millon-de-euros-al-dia-por-vulnerar-la-independencia-judicial. html. Consultado el 
31 de mayo de 2022. 


En otro caso, también polaco, se descubrió la falta a la independencia judicial por 
la designación de jueces que hizo el presidente del tribunal. Vid in extenso Kessler, 
Vincent: El Tribunal Europeo de Derechos Humanos condena a Polonia por falta de 
independencia judicial. La corte de Estrasburgo dictamina que el supremo revisó sin 
imparcialidad las peticiones de dos jueces polacos. En el periódico el país. https:// 
elpais.com/internacional/2021-11-08/el-tribunal-europeo-de-derechos-humanos- 
condena-a-polonia-por-falta-de-independencia-judicial.html. Consultado el 31 de 
mayo de 2022. 
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Se hace necesario tener presente que vendrán más cambios, más retos, 
más revoluciones, más caos y para tener éxito no se debe olvidar, el inicio 
apoteótico del supremo tribunal de justicia de Guanajuato que, con buena 


memoria, debe delinear su futuro. 
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Adoraba a España, su primera novia, pero estaba perdidamente enamorado de México, 
a quien amaba “(...) como a la esposa con la que se han tenido los hijos de la carne (...)”*. 
No obstante, a pesar de esa adoración por esa novia que llegó a turbar su alma adolescente, 
cuando hizo un viaje hacia su tierra natal, ya no encontró nada qué hacer. Nadie le conocía, 
y no conocía a nadie. Todo cambió tanto que el viaje, que estaba proyectado para 6 meses, 


duró 30 días, incluyendo el tiempo del traslado. Y de regreso a México. 


Otra pasión de “El hombre del corbatón”, según refieren las notas periodísticas, era 
la bohemia. Gustaba del mus, en compañía de sus amigos, brindando austeramente con una 
cerveza tipo lager de vez en cuando. Nunca un escándalo. Siempre la mano amiga. Se dice 
que se sacó la lotería, y cuando cualquiera hubiera deseado asegurar su provenir, Menéndez 
decidió seguir forjando, inconscientemente, su camino a la trascendencia, dando el dinero a 
los necesitados. A los 3 meses ya no le quedaba un peso en la bolsa.* 


Según él mismo confiesa, pudo reunir muchísimo dinero, cumpliendo su objetivo de 
hacer la América. Pero lo llegó a despreciar profundamente, (...) Lejos de reverenciar el 


dinero, casi lo odié (...)” remachó. Por eso, “(...) lo gasté, lo regalé, lo desvanecí (...)”. 


Tenía un perfil claro de sus defendidos: No debían ser delincuentes empedernidos, 
sino ocasionales.” Así, echando mano de su herramienta preferida —la legítima defensa—, y 
asesorado por abogados como Querido Moheno o Francisco Modesto de Olaguíbel, quienes 
le enseñaron a profundizar en la ciencia jurídica, forjó su camino en barandillas, juzgados y 
escenas del crimen. 50 años de carrera en el foro, según se dice. Y toda ella, dedicada a los 
pobres. 


Su fin llegó en 1959. Arteriosclerosis y síncope cardíaco fueron los encargados de 
ultimarlo, después de una penosa y larga enfermedad. Y pasó a descansar eternamente al 
Panteón Jardín. La épica que fue su vida, concluyó. 


José Menéndez Fernández, “El hombre del corbatón”, tuvo una vida de leyenda, una 
vida salpicada de épica. Una vida que, indiscutiblemente, requirió muchos arrestos, y cuya 
vocación jurídica, hoy por hoy, podría intentar imitar más de uno. 


FIN 


4 Cfr. Antonio lbarra: El hombre del corbatón, en México en cien crónicas. 1891-1990. PIPSA. 1990. 
México, D.F. ISBN: 968-6084-28-2. p. 198 

5 Cfr. Hemeroteca Digital de México: El Informador. 1 de agosto de 1937. Recurso digital disponible en 
https://hndm.iib.unam.mx/consulta/publicacion/visualizar/558a348e7d1ed64f16a787a57intPagina=28- 
tipo=paginaspalabras=Corbat%C3%B3n8anio=19378mes=088dia=01 consultado el 4 de octubre de 
2023 

6 Cfr. Antonio lbarra: El hombre del corbatón, en México en cien crónicas. 1891-1990. PIPSA. 1990. 
México, D.F. ISBN: 968-6084-28-2. p. 199 

7 Vid. Antonio Ibarra: El hombre del corbatón, en México en cien crónicas. 1891-1990. PIPSA. 1990. 
México, D.F. ISBN: 968-6084-28-2. p. 199 
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